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INFORME No. 126/12 
CASO 12.214 

FONDO 
CARLOS ALBERIO CANALES HUAPAVA V OTROS 

PERÚ 
13 da noviembre de 2012 

l. RESUMEN 

1. El presente Informe se refiere a dos peticiones Interpuestas en representación de 
Carlos Alberto Canales Huapaya (P 12.214)', Josá Castro Ballena y Merla Gracia Barriga Oré (P 
157-99)2 len adelante también "las presuntas vlctimas"J, en las cuales se alega la ·violación por 
parta de la República del Pard (en adelanta también "PerO", "el Estado" o "el Estado peruano") de 
los derechos consagrados en los articulas 8.1 y 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos (en adelante también "la Convención Americana" o "la Convención"). Los peticionarlos 
afirmaron que las presuntas vrctlmas fueron destituidas de sus cargos como funcionarios del 
Congreso, por medio de decretos leyes y resoluciones administrativas emitidas a partir de abril da 
1992, en un contexto de ruptura del orden democrático, Indicaron que esos ceses vulneraron las 
garantfas de un debido proceso administrativo y otros derechos protegidos en la normativa 
constitucional interna. Se adujo que las presuntas vfctlmas formularon acciones de amparo con el 
propósito de ser reincorporadas, las cuales fueron desestimadas en decisiones firmes del Tribunal 
Constitucional. Los peticionarlos alegaron que si bien el Estado peruano viene otorgando beneficios 
a los trabajadores cesados irregularmente en la década de Jos noventa, durante el gobierno de 
Alberto Fujlmorl, ello no serra suficiente para reparar los daf\os materiales y morales de los que 
habrfan sido objeto las presuntas vrctimas a rafz da la pérdida arbitraria de sus trabajos, 

2. El Estado alegó que a partir def 2001 se han dictado layes y decretos supremos 
dirigidos a revisar los cesas ooleotivos Irregulares ocurridos en la década de los noventa, Sostuvo 
que los trabajadores perj udlcados están facultados a participar en un Programa Extraordinario da 
Acceso a Beneficios, regulado a través da la Ley 27803 de 28 de julio de 2002. Por último, alagó 
que los hechos narrados por los peticionarlos no configuran una vulneración a la Convención 
Americana y solicitó que la CIDH declare el caso Infundado. 

3. Tras analizar la posición de las partes, la Comisión !nteramerlcana concluyó que el 
Estado peruano es responsable por la violación de Jos derechos consagrados en los artrculos 8.1 y 
25.1 de la Convención Americana, en relación con las obligaciones establecidas en los artfculos 1 .1 
y 2 del mismo Instrumento, en perjuicio de Carlos Alberto Canales Huapaya, José Castro Ballena y 
Maria Gracia Barriga Oré. 

11. TRÁMITE DEL CASO ANTE LA CIDH 

4. La petición 157-99 fue recibida por la CIDH el 5 de abril de 1999. A su vez, la 
petición 12.214 fue recibida el 20 de septiembre del mismo ai\o. El trámite de ambas peticiones 
hasta la decisión sobre admisibilidad se encuentra explicado en el Informe de Admisibilidad No. 
150/10 de 1 da noviembre de 2010°, En esa ocasión la CIDH decidió acumular las peticiones y 
tramltarlas de forma conjunta en la etapa de fondo, bajo el número de caso 12.214. En el Informe 

1 Presentada el 20 da septiembre de 1999 en nombre propio. 
2 Pmsantada eJ .O de abril de 1999 por José Castro Ballena. 

3 CIDH, Informe No, 160/101 Petlolones 167~99 y 12..214, Admlslbll!dad, José Castro Ballena y otros, Perú1 1 de 
noviembre de 2010, párrs. 4 y o, disponible en www.oas.org/as/cldh/dectslohea/admialbllldades.esp#lt,lclo. 
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No. 150/10 la CIDH declaró los reclamos de los peticionarlos admisibles en cuanto a la posible 
violación de los derechos consagrados en los articulas 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, en 
relación con las obligaciones establecidaS' en los artfculos 1.1 y 2 del mismo Instrumento. 

5. El10 de noviembre de 2010 la CIDH notificó el Informe de Admisibilidad a las partes 
y otorgó el plazo de tres meses para que los peticionarlos presentasen sus observaciones sobre el 
fondo del asunto. En la misma comunicación la Comisión se puso a la disposición de les partes a fin 
de llegar a una solución amistosa en torno al caso. El 3 de diciembre de 201 O los peticionarlos 
manifestaron su interés en entablar negociaciones con el Estado peruano con el fin da suscribir un 
acuerdo de solución amistosa. A su vaz, el Estado no indicó si estarfa Interesado en Iniciar un 
prooedlmlanto de arreglo amistoso. 

6. El 26 de febrero de 2011 los peticionarlos presentaron sus observaciones sobre al 
fondo y el 18 de marzo del mismo año remitieron observaciones adicionales. El 24 de marzo de 
2011 esa Información fue transmitida al Estado peruano, otorgándosele el plazo de tres meses para 
que presentara eus observaciones sobra el fondo. El 29 de junio da 2011 el Estado presentó su 
respuesta, remitiendo Información adicional en escritos recibidos por la CIDH el 28 de febrero, 29 de 
junio y 23 de agosto de 2012. Los peticionarlos presentaron comunicaciones adicionales el 26 de 
septiembre y el 12 de octubre de 2011, 6 de mayo, 9 de julio y 12 de octubre de 2012. 

111. POSICIÓN DE LAS PARTES 

A. Posición da los peticionarlos 

7. En sus observaciones sobre el fondo los peticionarlos reiteraron sus alegaciones de 
que el Estado seria responsable por la violación de los derechos previstos en los articulas 8.1 y 25.1 
de la Convención, a rafz del cese presuntamente irregular de las presuntas vlctlmas en sus cargos. 
Manifestaron que ello tuvo lugar tras la ruptura del orden democrático, con el golpe de Estado 
perpetrado por el ex Presidente Alberto Fujimorl el 5 de abril de 1992, Senalaron que en esa 
contexto se dictaron decretos leyes que, entre otras medidas, dispusieron la disolución y 
reestructuraoión administrativa del Congreso de la República. Indicaron qua el 16 de abril de 1 992 
se publicó el Decreto Ley No. 25438, el cual instituyó una Comisión Administradora del Patrimonio 
del Congreso de la República (en adelante "la Comisión Administradora"), la cual estuvo a cargo de 
un "proceso de racionalización de personal". Indicaron que ese proceso consistió en la evaluación de 
los funcionarios del Congreso por medio de un examen da méritos, para qua fuesen ratificados o, de 
no obtener el puntaje mfnimo exigido, fuesen cesados en sus cargos. 

8. Los peticionarlos afirmaron que mediante la Resolución No. 1239-A-92-CACL ee 
dispuso que "la Comisión Administradora del Patrimonio del Congreso de la Repdbllca, no aceptarla 
reclamos sobre los resultados del examen". Seftalaron que a la luz del Decreto Ley No. 25759, el 
proceso de evaluación deberla finalizarse el 18 da octubre de 1992, pero que el primer examen de 
mérito fue anulado tras una serie de denuncias en los medios de comunicación sobre la venta 
anticipada da las respuestas. Indicaron que el examen fue raprogramado para los dfas 24 y 25 de 
octubre de 1992, sin que existiera en este momento un presidente de la Comisión Administradora 
debidamente titulado. 

9. Los peticionarios afirmaron que el 6 de noviembre de 1992 fue publicada la 
Resolución Suprema 532-92-PCM, la cual encargó la presidencia da la Comisión Administradora al 
Coronel del Ejército en reserva Carlos Novoa Tallo. Adujeron que el artfculo 87 de la Constitución de 
1979 entonces vigente establecfa que la vigencia de las resolllcionas administrativas tiene Inicio al 
dfa siguiente de su publicación, por lo cual la titulación del seflor Novoa Tello se hizo efectiva 
solamente el 7 de noviembre de 1992. Seftalaron que tras participar del proceso de evaluación, las 
presuntas vfctlmes fueron cesadas de sus cargos por medlo de la resolución 1303-8·92-CACL. 
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Destacaron que a pesar de haber sido publicada el 31 de diciembre de 1992, la aludida resolución 
fue aplicada con efectos retroactivos al 6 de noviembre da 1992, fecha en la cual la autoridad que 
la emitió, señor Carlos Novoa Tello, no se encontraba Investido en al cargo de presidente de la 
Comisión Administradora. 

10. 'Los peticionarlos afirmaron que la reprobación en un proceso de evaluación no 
constituye una de las causales para el cese de empleados públicos, establecidas en el Decreto 
legislativo N• 276, conocido como Ley de Bases da la Carrera Administrativa. Agregaron que las 
presuntas vfctimas gozaban del derecho a la estabilidad laboral prevls1o en el articulo 48 de la Carta 
Polftlca da 1979, y que la única causal para su cese seria una falta grava establecida en 
procedimiento disciplinarlo, y no asr un "proceso de racionalización de personal". 

11 • Seg(Jn lo alegado por los peticionarlos, las presuntas vfctlmas Interpusieron recursos 
administrativos con el propósito de Impugnar la resolución 1303-B-92-CACL, pero que ni la 
Comisión Administradora, ni el Congreso Constituyente Democrático, Instalado el 30 de diciembre 
da 1992, se pronunciaron sobre tales recursos. Se aduce qua las presuntas vfctimas formularon 
acciones de amparo, las cuales fueron declaradas Improcedentes por la Corte Suprema da Justicia y · 
por el Tribunal Constitucional. 

12. Los peticionarlos afirmaron qua la adopción da un Programa Extraordinario de 
Acceso a Beneficios a través da la Ley 27803 no subsana da forma Integral los daños materiales y 
morales derivados del cese de las presuntas vfctlmas. Por otro lado, Indicaron que la Inclusión a 
dicho programa está condlolonada al desistimiento de cualquier tipo de demanda judicial contra el 
Estado peruano, tanto en sede doméstica como supranaoional 4 • AMadleron qua las presuntas 
vfctlmas no sa adhirieron a los programas previstos en la citada ley, por lo cual aún no han sido 
objeto de ningún tipo de re~araclón. 

13. Con relación a las presuntas vfctlmas José Castro Ballena y Maria Gracia Barriga Oré . 
. los peticionarlos afirmaron qua al 2 da julio de 1993 Interpusieron de forma conjunta una acción de 
amparo, solicitando la nulidad de la resolución 1303-B-92-CACL. Indicaron qua asa acción fue 
declarada fundada por el 23• Juzgado Civil de Lima y por la Quinta Sala Civil de la Corte Superior de 
Justicia de lima, mediante resoluciones de 30 de septiembre de 1993 y 30 de noviembre de 1994, 
respectivamente. Alegaron qua contra la decisión da segunda Instancia, el Procurador Póbllco del 
Poder Legislativo interpuso recurso de nulidad anta la Sala de Derecho Constitucional y Social de la 
Corte Suprema de Justicia, la cual consideró qua el demandado, Coronel en reserva Carlos Novoa 
Tallo, no habla sido debidamente notllloado de la acción de amparo por parte del 23° Juzgado Civil 
de Lima. Indicaron que luego de la devolución de la causa al referido juzgado para que subsanara al 
error da notificación, la Corte Suprema de Justicia dictó sentencia el 5 de agosto de 1997, 
declarando la improcedencia de la aoción de amparo. Seftalaron que el 25 de septiembre de 1998 el 
Tribunal Constitucional ratificó la decisión de la Corte Suprema de Justicia y que el 2 2 de enero de 
1999 se publicó fa sentencia de última Instancia en el Diario Oficial El Peruano. De acuerdo con los 
peticionarlos, la Corte Suprema da Justicia y el Tribunal Constitucional fundamentaron sus 
decisiones en que el presidente da la Comisión Administradora, señor Carlos Novoa Tallo, se limitó e 
dar cumplimiento a los Decretos Leyes Nos. 25477, 26640 y 25759, sln qua ello hub¡ese afectado 

. derecho constitucional alguno en perjuicio de los acclonantes. 

4 La cuarta dlsposiolón tlOmp!ementarla de !a Ley 27803 estab!aoa lo elgu!enta: 

Sa e-ncCJE'!ntran oomprendldos en la presente ley Jos ceses Irregulares de aquellos ex: trabajadores que 
tuvloron procosos judl<llales en trámite, siempre que se desistan da la pretensión ante el Órgano 
Jurl~dlcclonal, 
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14. Los peticionarlos indicaron que el 1' de agosto da 1996 la presunta vfctlma Marra 
Gracia Barriga Oré fue contratada como servidora permanente del Congreso de la Rep(iblíca. Con 
relación al señor José Castro Ballena, manifestaron que si bien laboró por 1 2 meses como personal 
da confianza en el despacho de la congresista Luz Dorls Sánchez Plnedo, entre 2000 y 2002, ello 
no significó su reposición laboral, sino una contratación temporal qua no subsanarfa los daftos 
derivados de su cese, en noviembre de 1992, como funcionario permanente del Congreso. 

16. En cuanto a la presunta vfctlma Carlos Alberto Canales Huapaya, los peticionarlos 
Indicaron qua al 26 de febrero de 1993 Interpuso una acción de amparo en la cual requirió se dejara 
sin efecto la resolución 1303-B-92-CACl. El 30 de abril de 1993 el 30' Juzgado Civil de Lima se 
Inhibió de conocer la causa, Indicando que la pretensión deducida oorraspandfa a una acción 
popular. Alagaron que tras la Interposición de recurso da apelación, la Cuarta Sala Civil declaró nula 
la resolución lnhibltoria y devolvió los autos al 30' Ju~gado Civil de Lima. Indicaron qua el 26 de 
enero de 1995 dicho juzgado declaró la Improcedencia de la acción de amparo y que el 7 de agosto 
da 1995 la Cuarta Sala Civil de la Corte Superior da Justicia da Lima reformó la decisión, declarando 
fundada la acción Interpuesta. 

16. Los peticionarlos afirmaron qua tras la presentación da recurso da nulidad por parta 
del Procurador Público del Podar Legislativo, la Sala Constitucional y Social de la Corta Suprema de 
Justicia reformó la decisión de segunda Instancia, decretando, al 28 da' junio de 1996, la 
lmprocedenola de la acolón de amparo. Manifestaron que esta decisión fue ratificada el 6 da agosto 
de 1998 por el Tribunal Constitucional. 

17. Los peticionarlos afirmaron que do los 1.117 trabajadores del Congreso cesados en 
diciembre da 1992, solamente dos lograron su reposición por vfa judichil, tras interponer acción 
contencioso-administrativa. Se~alaron qua cientos de otros trabajadores que optaron por esa vfa o 
por la de amparo obtuvieron decisiones judiciales adversas. 

18. En cuanto a los alegatos da derecho, los peticionarios afirmaron que los decretos que 
regularon el proceso da racionalización da personal del Congreso da la República prohibieron la 
presentación da recursos administrativos contra al resultado del examen de méritos, vulnerando de 
asa forma el derecho a las garantlas judiciales de las presuntas vfctimas. Destacaron qua al 
momento da decidir las acciones da amparo Interpuestas por las presuntas vfctimas la Corte 
Suprema de Justicia y al Tribunal Constitucional se encontraban bajo la Influencia del Poder 
Ejecutivo, violando da esa forma el derecho da las presuntas vfctlmas a ser ofáas por un tribunal 
imparcial. Al respecto, adjuntaron recortas de prensa en los qua se relatan condenas penales y 
sanclohas administrativas contra ex magistrados da la Corte Suprema de Justicia y Tribunal 
Constitucional por presuntos sobornos y colusión con al entonces asesor presidencial Vladlmlro 
Montesinos Torres. 

19. Finalmente, los peticionarios destacaron que el case y posterior denegación de 
Justicia en perjuicio de las presuntas vfctlmas se dieron en una situación Idéntica a la de las vfc11mss 
del caso Trabajadores Cesados del Congreso contra Perú, decidido por la Corte lnteramerlcana en 
sentencia da 24 da noviembre de 2006. 

Fl. Posición del Estado 

20. El Estado adjuntó Informes del Director de Recursos Humanos del Congreso da la 
República en los cuales figuran los antecedentes laborales de las presuntas vfctlmas. Afirmó qua al 
momento de ser cesadas, aquellas se encontraban contratadas en los t~rmlnos del Decreto 
Legislativo No. 276, como servidoras permanentes de la Cámara de Diputados o del Senado. 
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21. El Estado describió el contexto en el que se dio la Intervención del Poder Ejecutivo en 
el Congreso da la República e partir del 5 de abril de 1992. Afirmó que por medio del Decreto Ley 
No. 25640 de 21 de ]ullo de 1992 se autorizó la ejec~clón del proceso de racionalización del 
personal del Congreso, al· cual "comprendfa una seria da Incentivos por renuncia voluntaria del 
trabajador, la reubicación de plaza en el sector oficial o el cese por excedencia". Señaló que 
"mediante el Decreto Ley 24640 también se determinó que no procedfa la acción de amparo dirigida 
a .Impugnar directa o Indirectamente la aplicación del Decreto Ley .•• " Indicó que el Decreto Ley No. 
25759 encargó a la Comisión Administradora del Patrimonio del Congreso la realización de un 
proceso de evaluación y selección de personal mediante exámenes de calificación y que "los 
funcionarios qua no alcanzaran los puntajas requeridos o que no se presentaran al concurso, serfan 
cesados por causal de raorgenlzación". 

22. El Estado aefíaló que a través de la resolución No, 1239-A-92-CACL de 13 de 
octubre de 1992 el Presidente de la Comisión Administradora "aprobó el nuevo cuadro da 
asignaciones de personal, los requisitos, las basas y al reglamento del proceso de evaluación y 
selección da personal del Congreso de la Rapllbllca". A~adló que la misma resolución dispuso que la 
Comisión Administradora "no aceptarra melamos sobre los resultados del examen". Refirió que el 6 
de noviembre de 1992 se emitieron las Resoluciones Nos. 1303-A-92-CACL y 1303-13-92-CACL, 
publicadas ol 31 do diciembre de 1992. Se~aló que mediante dichas resoluciones "fueron cesados 
1.117 trabajadores y funcionarios del Congreso que habfan decidido no inscribirse en el concurso de 
mérito convocado, o porque habiéndose Inscrito no concurrieron a las pruebas o no obtuvieron 
resultados satisfactorios", 

23. Para efectuó una narración similar a la de los peticionarlos sobre el resultado de las 
acciones de amparo formuladas por las presuntas vfctlmas. Afirmó qua José Castro Ballena fue 
contratado en el despacho de la Congresista Luz Dorls Sánchez Pineda da agosto de 2000 a julio de 
2001, y entrll marzo y abril de 2002, por un total de doce meses, en calidad de personal de 
confianza. Con relación a Marra Gracia Barriga Oré, Indicó que se encuentra laborando como 
funcionaria permanente del Congreso da la República desde agosto de 1995. 

24. Con relación a Carlos Canales Huapaya, el Estado alegó que pudo plantear sus 
pretan~lones ante diferentes Instancias Judiciales, todas ellas competentes, Independientes, 
Imparciales y respetuosas de las garantfas de un debido proceso. Destacó que al decidir en última 
Instancia la acción de amparo por él interpuesta, el Tribunal Constitucional consideró que no era 
posible reponerle en su cargo en al Senado de la República, toda vez que dicha casa legislativa hebra 
dejado de existir con la sanción de la Constitución Polftica da 1993. Adujo que no puede Intentarse 
por la vra de amparo reponer sttuaclones qua por su naturaleza han devenido en Irreparables. 

25. El Estado manifestó que la acción contencioso-administrativa, y no la acción de 
amparo, era la vfa Idónea para Impugnar la validez da la resolución 1303-B-92-CACL que Implicó el 
cese de las pr-esuntas vfctlmas, Al respecto, describió el caso de dos ex funcionarios del Congreso 
de la República cesados a finales de 1992, señores Raül Cobrara Mullos y Rosario Qulntem 
Coritoma, quienes habrfan Interpuesto acciones contencioso-administrativas y obtenido resoluciones 
judiciales favorables. 

26. El Estado sostuvo qua la Comisión "no puede revisar les sentencias dictadas por los 
tribunales nacionales que .actúen en la esfera da su oompetet1ola y aplicando las debidas garantfas 
judiciales [ ••• ¡ careciendo de competencia para sus11tulr su juicio por la da los tribunales nacionales 
sobre cuestiones que involucren Interpretación y explicación del derecho Interno o la valoración de 
los hechos". 

27. El Estado afirmó que el 21 de junio de 2001 se promulgó la Ley 27487, darogándose 
las normas que autorizaron ceses colectivos en los procesos de reorganización de entidades 
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públicas, a lo largo de la década de los noventa. Indicó que esa ley dispuso la conformación de 
comisiones especiales "encargadas de revisar los ceses colectivos de personal afectado al amparo 
del Decreto Ley No 26093 o de procesos de reorganización autorizados por norma expresa". Alegó 
que por medio del Acuerdo de Mesa Directiva N' 463-2000-2001/MESA-CR, se conformó "la 
Comisión Especial encargada de Revisar los Ceses Colectivos Producidos en el Congreso de la 
República". Segán lo alegado, dicha comisión encontró una serie de Irregularidades durante el 
proceso de racionalización del personal del Congreso de la República. 

28. Perú seMaló que por medio de la Ley 27586 se dispuso !a conformación de una 
Comisión Multlsectorial encargada da evaluar la viabilidad da las sugerencias y recomendaciones 
contenidas en los Informes de las comisiones especiales encargadas revisar los ceses colectivos da 
personal, da conformidad con la Ley 27487. Indicó qua el 26 da marzo de 2002 la Comisión 
Multisectorlal emitió su Informe Final, acordando por unanimidad 

considerar ceses colectivos Irregulares de las trabajadores qua se encontraban en el régimen 
del Decreto Leg1slativo No. 276, aquellos ceses que fueron llevados a cabo Incumpliendo los 
procedimientos legales establecidos en los cuatro supuestos de oese que se contienen el 
Decreto Legislativo No. 276, e Incumpliendo Jos procedimientos legales de excedencia que 
·establece el D~creto Ley No. 26093. 

29. El Estado afirmó que a través de la Ley 27803 del 28 de julio de 2002 se aprobó la 
Implementación de las recomendaciones efectuadas por las comisiones encargadas de revisar los 
ceses colectivos en al sector pdblíco. Indicó que esa ley estableció qua los ex trabajadores Inscritos 
en el Registro Nacional de Trabajadores Cesados Irregularmente tienen derecho a optar alternativa y 
excluyentementa a los beneficios de a) relncorporaolón o reubicación laboral, b) jubilación 
adelantada, o) compensación económica y d) capacitación y reconversión laboral. Perú manifestó 
que el Ministerio de Trabajo ha publicado listados de ex trabajadores cesados irregularmente, con un 
total de 27.187 trabajadores coyos ceses fueron reconocidos como Irregulares. Destacó que en el 
presenta caso, "la compensación que se pueda otorgar a los Trabajadores Cesados del Congreso, 
debe estar circunscrita a los montos selialados en la Ley No. 27B03 [ ... ]". Perú subrayó qua 

Considerando los precedentes jurlsprudencialas de la Corte en materia ,de determinación da 
reparación por concepto de daño Inmaterial relaolonadoa a casos cuya temática es slmllar a la 
tratada an el presente caso, resulta preocupante que las pretensiones sean dirigidas a ftn de 
obtener un beneficio económico aún cuando eh sede interna éstas han sido ya subsanadas 
otorgando un correcto procedimiento para el reconocimiento de beneficios y la derogación de 
normas que en su momento vulneraron el articulado de la Convención Americana; con ello 
incluso podrfa oonstatarse la existencia de una pretensión maJic!osa pues, como se ha 
mencionado anteriormente, ef sistema interamerlcano tiene. como objeto la protección de Jos 
derechos humanos y no lucrar con al mismo. 

30. En cuanto a la obligación prevista en el art[cula 2 de la Convención, Perú manifestó 
que su legislación Interna "se ha adecuado a la Convención, e Incluso tratándose del caso sub litis, 
se aprobaron leyes y diversas disposiciones administrativas qua dispusieron la revisión da los ceses 
colectivas a efecto de brindar a los Trabajadores Cesados Irregularmente, la posibilidad de reivindicar 
sus derechos". 

31. El Estado argumentó que no existe vulneración a los derechos alegados par los 
peticionarios, por cuanto las presuntas vfctimas pudieron acceder a los beneficios previstos en la 
Ley 27803. En ese sentido, sef\aló que la pretensión de los peticionarlos ha sida satisfecha en el 
fuero Interno y solicitó que la Comisión declara el caso Infundado. 



13

7 

IV. ANÁLISIS DE HECHO 

A. Valoración da la prueba 

32. En aplicación del artfculo 43.1 de su Reglamento•, la Comisión examinará los hechos 
alegados por las partes y las pruebas suministradas en la tramitación dal presenta caso. Asimismo, 
tendrá en cuanta la Información da pilblloo conocimiento, Incluyendo leyes, decretos y otros actos 
normativos vigentes a la época de los hechos alegados por las partas. 

33. A continuación, la CIDH sa pronunciará sobra el contexto en el qua se Inscriban los 
hechos del presente caso, los hechos especfflcos qua han quedado establecidos y la consiguiente 
responsabilidad del Estado peruano. 

C. Hechos considerados probados por !a Comisión 

1 . Contexto en el que se dio el MM de los trabajadores del Congreso de la Repííbllca a 
finales de 1992 

34. La CIDH destaca que el presente caso guarda relación con el cesa de 1.117 
trabajadores del Congreso da la Repdbllca en dloíembra da 1992, tras la ruptura del orden 
democrático-constitucional, debido al golpe da Estado perpetrado por el entonces Presidenta Alberto 
Pujlmori Fujimori, el 5 da abril de 1992. El 24 de noviembre de 2006 la Corte lnteramerlcana da 
Derechos Humanos dictó sentencia en e! Caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Altero y 
otros) contra Perol. En !a citada sentencia la Corte lnteramarlcana dio por establecido una seria de 
hechos que antecedieron el cese de los funcionarios del Congreso, asf como la adopción de leyes y 
resoluciones administrativas· dirigidas a reparar los ceses Irregulares durante loa procesos da 
reorganización de entidades públicas llevados a cabo a lo largo de la década de los noventa. Varias 
de las evidencias y alegatos en basa a los cuales la Corte lnteramsricana se pronunció en la 
sentencia de 24 de noviembre de 2006 comparten las mismas ceracterfstlcas de aquellos deducidos 
por los peticionarlos y al Estado peruano en el ceso sub judice. 

35. En vista de lo anterior, y dado que el expedienta del presenta caso confirma la 
similitud, la CIDH toma en cuenta les conclusiones de la Corte lnteramerloana sobre al contexto 
histórico en el que se dio el cese da 1,117 trabajadores del Congreso en diciembre de 19g2, entre 
las cuales se encuentran las vrctlmas del presente caso, y a la adopción de medidas legislativas y 
administrativas, a partir del afio 2001, con el propósito de revisar los ceses colectivos durante el 
gobierno de Alberto Fujimorl. Se transcribe a contlnuecl6n los extractos pertinentes de les referidas 
conclusiones de la Corte lnteramaricana al dictar la sentencia en el Caso Trabajadores Cesados del 
Congreso. 

Contexto hlst6rloo del Perú al momento dG los heahos 

89.1 El 28 de julio de 1990 el seftor Alberto Fujlmon Fujlmorl asumió la Presidencia del 
Per(.i da conformidad con la Constitución Polftica da 1979r por el término de cinco af'ios. 

89.2 El 5 de abril de 1992 el Presidenta Fujlmorl Fujlmorl transmitió el "Manifiesto a la 
Nao1ón'1 en el cual expresó, ínter afio, que se sentfa "en la responsabilidad de asumir una 
actitud de excepción para procurar aligerar a! proceso de [..,] raconstrucclón nacional, por lo 

6 El articulo 43.1 del Reglamento da le CID.l-1 establece lo slgu!anta: 

La Comisión deliberará sobra el fondo del caso, a cuyo efecto preparará un informe en el oual examinará 
tos alegatos, las pruebas suministradas por )as partes, y la lnformaolón obtenida durant~ audtenolae y 
observaciones In Joco. Asimismo, !a Comisión podrá tener en ouenta otra Información de público conocimiento. 



14

8 

que [,..] decldi[ó] [ ... ] disolver temporalmente el Congreso de la República(, ... ] modernizar la 
administración pública [y] reorganizar totalmente al Poder Judicial." Al die siguiente, con 
fundamento en el mencionado manifiesto, al señor Fujlmori Instituyó transitoriamente el 
llamado 11Goblerno da Emergéncla y Reconstrucción NacionaPr, a través del Decreto Ley No. 
25418, el cual estableció: 

r ... ] Articulo 2•. Constituye objetivo fundamental del Gobierno de Emergencia y 
Reconstrucción Nacional la reforma Institucional del pafs, orientada a lograr una auténtica 
democracia [ ... ) Dicha reforma busca establecer las slgu!entes metas: 

1) Proponer la modificación de la Constitución Polftlca para que el nuevo Instrumento 
resultante sirva ds medlo eficaz para el desarrollo. 

2) Moralizar la administración de justicia y lea Instituciones vinculadas a ella; y el 
Sistema Nacional da Control, decretando la reorganlzaciOn Integral del Poder Judicial, 
del Tribunal do Garantlas Constitucionales, del Consajó Nacional ds Js Magistratura, 
del Ministerio Pdblloo y da la Contralorfa General de la Rap\lbllca. 

3) Modernizar la administración pdblloa, reformando el aparato estatal del Gobierno 
Central, da las empresas póbllcas y de los organismos públicos descentralizados, para 
convertirla en un factor promotor d6 la actividad productiva. [ ... ] 

Artfcu\o 4° Disuélvase el Congreso de la Repáblloa h-asta la aprobación da una nueva 
estructura orgánica del Poder Leglslativo1 como consecuencia de la modificación da la 
Constitución Polftfca1 a que se contrae el artrculo 2° del presente Decreto Ley. 
Artfculo 6° El Presidente de la Repdbllcar con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros por 
mayorfa absoluta de sus miembros¡ ejercerá las funcionas qua corresponden al Poder 
Legislativo, a través de Decretos l..&yaa. [ ••• ) 

Artrculo a<~, Déjese en suspenso los artfcu!os de la Constitución Polftlca y las normas legales 
que se opongan al presenta Decreto Ley. 

89.3 La situación da inestabffldad conllevó a que, como resultado de varlos factores, y en 
el marco de aplicación de la Resolución 1080 aprobada el 6 da junio da 1991 (sic) por la 
Asamblea General de la OEAr se convocara a elecciones y se conformara al llamado 
"Congreso Constituyente Damocrático 11 (CCD) e! cual, inter alfa, debfa elaborar l{na nueva 
Constitución. Una de las primeras acciones de dicho Congreso fue el dictar las denomlnadas 
'
1 leyes constitucionales". La primara de ellas1 aprobada el 6 de enero de 1993 y publicada 
tres dfas después, declaró ls vlganola da la Constitución de 1979, dejando a salvo los 
decretos levas expedidos por el Goblerno1 mediante !a daalarac!ón de vigencia de los mismos 
en tanto no fueran revisados. modificados o derogados por el mlsrno Congreso. 

89.4 Durnnta la época en que ocurrieron los hechos del presente caso y en que las 
presuntas vfctlmas plantearon los recursos admln!s1ratlvos y Judlclales, se lncluyó en diversos 
decretos leyes una disposición que lmpadfa la interposición de la acción de amparo para 
cuestionar los efectos de los mismos, lo cual desnaturalizó al proceso de amparo, pues se 
establecieron situaciones exentas del control jurisdiccional. · 

89.6 El 31 de octubre da 1993 fua aprobada una nueva Constitución Politice dal Perú, la 
cual fue promulgada por el llamado Congreso Constlt~yonto Democrático el 29 de diciembre 
del mismo ano. 

89.6 El señor Alberto Fujlmorl F~jlmorl fue reelecto como Presidenta del Perú en 1995 y 
asumió nuevamente el cargo en julio de 2000, En noviembre de 2000 presentó su renuncia a 
la Presldencla de su pafs desde Japón, motivo por el aual a[ Congreso designó como 
Presldento del gobierno de transición al seMor Vohmtfn Penlagua Corazao, entonces presidente 
del Congreso, para que convocara a elecciones. 

El cese .de trabajadores del Congreso 
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89.7 El16 de abril da 1992 el "Gobierno de Emergencia y Reconstrucción Nacional" emitió 
el Decreto Ley No. 25438 mediante el cual constituyó la Comisión Administradora del 
Patrimonio del Congreso de la República {en adelante 11Comisión Admlnlstradora"), a la cual se 
le enaargó que "adoptlaraJ las medidas administrativas y dlct[aral las acciones de personal 
qua Ifueran] necesarias/'. 

89.8 El 6 de mayo de 1992 al Decreto Ley No. 25477 dispuso que la Comisión 
Administradora "lnlciar[fal un proceso de racionalización administrativa, el mismo que deb[la] 
concluir dentro de 46 dfas contados a partir da la publicación de ldiohol Decreto". 

89,9 Mediante el Decreto Ley No. 26640 de 21 de julio de 1992 se autorizó la ejecución 
del proceso da racionalización del personal del Congreso de la Rep~bllca. Este Decreto [ ... ) 
eatablecló, lnter afia: 

Artrculo 2' (.,,¡ Los trabajadoras del Congreso sujetos al régimen laboral del Decreto 
Legislativo No. 276 y su Reglamento, podrán solicitar su cese por renuncia en 1a carrera 
admlnlstratlva, acogiéndose ~ los incentivos qua la presente norma estableca. 

Artfculo 3° El personal que caso de acuerdo al artCoulo anterior percibirá; a} Incentivo 
Económico [V] b) Incentivo Adicional [para el personal sujeto al régimen de pensiones del 
Decrato Ley No. 205301. 

Artfculo 4' ( .•. ) el personal que no hubiere solloltado su retiro voluntario y que sea declarado 
excedente, será puesto a disposición del Instituto Naolonal de Administración Pública - INAP 
para su reubicación entre !as entidades públicas que tengan necesidad da peraonat. 
Transcurrido al plazo de cuarenta y cinco (45) dias naturales de haber sido puesto a 
disposición del INAP, el personal no reubicado cesará en la carrera administrativa y sólo 
percibirá la compensación por tiempo de servicios y demás beneficios que la corresponda de 
acuerdo a la ley. · 

[ .. ,] Artfculo 7' El personal qua cese acogiéndose a los beneficios de loo lncentlvoe lijados en 
el prosente Decreto Ley, no podrá reingresar a laborar a la Administración Pública, 
Instituciones Póbiioas o Empresas del Estado, bajo cualquier forma o modalidad de 
contratación y de régimen iegal, antes da cinco (15) af'llos contados desde la fecha de su cese. 
[ .. ,] 
Artfculo 9' No procede la aoolón de amparo dirigida a Impugnar directa o Indirectamente la 
aplicación del presente Decreto Ley. 

ArtCculo 10° Darógansa o déjense en suspenso segúli el caso, las disposiciones que se 
opongan al presenta Decreto Ley. 

89.10 El Decreto Ley No. 25769 da 1 da octubre da 1992 dispuso que el "proceso de 
racionalización'f conclulrfa el 6 de novlembre s!gu\ente y se asignó a Ja Comisión 
Administradora la realización del nProceso da Evaluación y Selección de Personal" mediante 
e:xámenes de calificación. Dispuso además, que los trabajadores que aprobaran ocuparran, ¡'en 
estricto orden de méritos, loa cnrgos previstos en el nuevo Cuadro da Asignación de Personal 
del Congreso'1: y que quienes no alcanzaran vacantes para el cargo al que postularan o qua no 
se presentaran al concurso serran "cesados por causal de reorganización y sólo tendrUan] 
derecho a percibir sus beneficios sociales de acuerdo a ley#. Este Decreto Ley derogó el 
artfculo 4 del Decreto Ley No. 25640 [ ... ). 

89.11 Mediante Resolución No. 1239-A-92-CACL de 13 da octubre de 1992 emitida por 
quien actt~aba como Presidente de la Comisión Administradora~ se aprobó el 1'nuevo cuadro de 
asignaciones de personal del Congreso"¡ los requisitos para participar en los exámenes da 
aelecclón pura cubrir las plazas previstas en dicho cuadro; las bases para los exámenes de 
selección y el reglamento del proceso de evaluación y selección de personal del Congreso, 
Astmlsmo, sl;l dlspuao que la "Comisión Administradora [ ... 1 no aceptar[ re] reclamos sobre los 
resultados del examen,.., y que dicha Comisión '1expedlr[faJ resoluolohes declarando el cese de 
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los servidores que no h[ubiera]n alcanzado plaza vacante y de aquellos que no se Inscribieron 
al concurso de méritos u. 

89.12 El proceso de evaluación se llevó a cabo por la Comislón Administradora, en un 
primer momento, el 1 a de octubre de 1992 pera los !rebajadores que no se acogieron al 
procedimiento da renuncias voluntarias y a loa Incentivos económicos. Sin embargo, se 
denuncló 1'que la prueba correspondiente [para el examen da aaleoclón habfa sido] vendida a 
algunos empleados desda dos d[aa antes de la fecha aaftalada para al examen [,,] y que el 
mismo dfa se [habfal datacttadol que algunos trabajadorea llegaban al local con el documento 
resuelto". En razón de esto, dicho proceso de evaluación 1ue dejado sln efecto y se fijaron 
como nuevas fechas para la realización del mismo los dfas 24 y 25 de octubre da 1992. 

69.13 El 6 da noviembre de 1992, quien actuaba como Presidente de la Comisión 
Administradora emitló dos resoluciones mediante las cuales fueron cesados 1110 {sic} 
funcionarios y servidores del Congreso [ ... ]: 

a) Resolución No. 1303-A-92-CACl., publicada el 31 de diciembre da 1992, mediante la cual 
fueron cesados 11por causal de raorganizaotón 11 fos trabaJadores qua 1'denldlaron no Inscrtblrse 
al Concurso de Méritos y/o a quienes habiéndose Inscrito no rindieron los exámenes 
correspondlantes" 1 y · 
b) Resolución No. 1303-S..92·CACl., publicada el 31 de diciembre de 1992, mediante la cual 
fueron cesados '"por causal de reorganización y raclonallzaclónu Jos trabajadores "que no 
alcanzaron plaza vacante en el Cuadro para Asignación de Personal ~ CAP da\ Congreso de la 
Repábllca". 

89.14 El 31 de diciembre de 1992 le meyorra de los trabajadores que fueron cesados 
mediante las Resoluciones No. 1303-A-92-CACL y 1303-B-CACL recibieron cheques del 
Banco de la Nación que habrfan correspondido al "pago de beneficios sociales del año 1992", 
[ ... ]. 
Hechos posterlorBs a fas gestiones administrativas y judiciales 

89.31 [ ... ] a partir de .[a Instauración del gobierno de transición en el afio 2000 [ ... ], fueron 
dictadas leyes y disposiciones administrativas que dispusieron la revisión de los ceses 
colectivos a efecto de brindar o los trabajadores cesados en el Sector Póbllco la posibilidad de 
reivindicar sus derechos [ ... ). 

89,32 En ese contexto, el 21 de junio de 2001 fue emitida la l.ey No. 27487, que dispuso 
lo siguiente: 

Articulo 1 • Derógase el Decreto Ley No. 26093 [ ... ,] la Lay No. 26636[, ,.,] y demás normas 
expresas que autorizaron ceses colectivos al amparo de procesos de reorganlzaOión. [. .. } 

Articulo 3" Les Instituciones y organismos Rdbllcos [ ... ], en un plazo de 16 {quince) dlas 
naturales contados a partir de la vigencia de la presente Ley, coni·ormarán Comisiones 
Especiales integradas por representantes de éstas y de los trabajadores, encargadas de revisar 
los ceses colectivos de personal amparados en procedimientos de evaluación de personal 
efectuados al amparo del Decreto Ley No. 26093 -o en procesos de rGorganización autorizados 
por norma legal expresa. 

En un plazo de 45 (cuarenta y olnco} dras hábiles a partir de su fecha de instalación, !as 
Comisiones Especiales deberán cumplir con elaborar un informe que contenga !a relación de 
trabajadores que han sido cesados Irregularmente, si los hubiera, as! como las 
recomendaciones y sugerencla.s a ser lmplornentadas por el Titular del Sector o gobierno local. 
[ ... ] 

89.33 Los Decretos Supremos 021 y 0'22~20Q1 .. TR establecieron las uctlsposiclones para la 
conformación y funcionamiento de las Comisiones Espe.olales encargadas d~ revisar los ceses 
colectivos en el sector público". Entra t3.stas, fue conformada la Comisión Especial encargada 
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de revisar los ceses colectivos del personal del Congreso realizados al amparo de la Ley l\lo. 
27487 [ ... ), la cual concluyó en su Informa de 20 de diciembre de 2001, lntar al/a, que: 

[ ... ] los procesos de racionalización administrativa y de reorganización y racionalización 
llevados a cabo durante los afios de 1992 y 1993 se realizaron en cumplimiento de normas 
expresas. 

Se ha podido determinar la existencia de Irregularidades en la evaluación y selección de 
personal del ano 1992 [ .. , en las cuales] no [ .. ,] respetó los puntajes mlnlmos señalados en las 
Sesea del Concurso [ ... y] en muchos casos no se respetó el orden de méritos alcanzado por 
los postulantas en el examen de caiHicaclón. 

[ ... ] Los ex servidores qua cobraron sus beneficios sociales y los que además se acogieron a 
Incentivos por renuncia voluntaria estuvieron de acuerdo con su cese, según las reiteradas 
ejecuciones en materia laboral. 

[ ... ] De conformidad con [el] ordenamiento jurfdlco [peruano] vigente, la Comls!ón Especial se 
abstiene de conocer todo reclamo que se encuentra ~m instancia judlclal, ya sea dentro del 
ámbito nacional o supra nacional. 

Específicamente, respecto de. los trabajadores casados que segufan el trámite ante fa 
Comlslón lnteramerlcana, la Comisión Espacial marllfestó que 

[p]or tratarse de un asunto cuyo resultado se encuentra en Instancia .supranaclonal, al amparo 
de[l] ordenamiento jurldlco vigente, se encuentra Imposibilitada de pronunciarse sobre la 
matarla¡ más aún cuando un grupo de los mencionados ex trabajadores han solicitado 
formalmente al organtsmo Internacional para que se pronuncie sobre el fondo. razón por la 
cual, se abstiene de omitir un juicio sobre al particular. [Además, n]o debe olvidarse qua los 
257 ex 11ervldores fueron los únicos que agotaron la Instancia judicial. 

Es daotr. las 257 presuntas vrct!mas del presente caso no estuvieron comprendidas dentro de 
los supuestos de apllcaolón de esos Decretos Supremos. 

89.34 La Ley l\lo, 27586 da 22 de noviembre de 2001 y publicada al 12 de diciembre de 
2001 estableció qua la fecha máxlma para qua las Comlslones Especiales [ ... }.concluyeran sus 
Informes finales seria el 20 de diciembre de 2001. Asimismo, dicha Ley oreó una Comisión 
Multlsoctorlol Integrada por los Ministros de Eoonomfa y Finanzas, de Trabajo y Promoción 
Social, da la Presidencia. da Salud y de Educaclónr así como por cuatro representantes de. la 
(sic) Municipalidades Provinciales y por el Defensor del Pueblo, o sus respectivos 
representantes. Dicha Comisión Multlsectorlal estarra 

[ ... ] encargada de evaluar la viabilidad de las sugerencias y rscomandaolonos contenidas en 
los informas finales elaborados por las Comisiones Especiales de las entldades lncluldas dentro 
de los alcances de la Ley No. 27487t asf como de establecer medidas a ser Implementadas 
por los tltulares de las entidades o la adopción de decretos supremos o elaboración de 
proyectos de ley considerando criterios de efloaola de la administración/ promoción del empleo 
y rolnserclón laboral da los sectores afectados¡ pudiendo, de ser el caso1 plantear la 
reincorporación, asf como la paslbl!idad de ooniernplar un régimen especlal de jubí!ación 
aoticlpada. [ ... ] 

La aludida Comisión Multlsectorlal podrá, asimismo, revisar las razones que motivaron los 
despidos y determinar loa casos en que se adeude e! pago de remuneraclones o beneficios 
sociales devengados o Insolutos, slempre que tales aspectos no hubiesen sido materia de 
reclamación judicial. 

B9.ll5 El 26 da marzo de 2002 la Comisión Multlsectorlal emitió su Informe final, en el que 
concluyó, ínter 8/la, que '1no cabe cuastlonamiento da las normas que regularon los cases 
colectivos [ ... ], sino tan sólo de los procedimientos e través de loe cuales so llevaron a cabo" 
los mismos. Asimismo, acordó "que toda recomendación de reincorporación o reposición debe 
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ser entendida como un nuavo v(nculo laboral, pudiendo ser una nueva contratación o nuevo 
nombramiento, en la medida QUG existan o se generen plazas presupuestadas vacantes en las 
entidades, que los trabajadores cumplan con los requisitos exlgldos para asas plazas, que se 
cuente con habilitación legal para contratar y que exista la norma legal que autorice los 
nombramlentos''. Tomando como basa las recomendaciones de la Comlslón Especial. 
consideró que habfa habido 760 casos de ceses Irregulares en relación con el proceso de 
evaluación y selección ocurrido en el año 1992 [,, ,¡, respecto de los 1rabajadoras casados del 
Congreso de la República [,..]6 , 

36. El 29 de julio de 2002 fue promulgada la Ley 27803, la cual otorga a los 
trabajadores declarados en situación de cese arbitrarlo la opción por uno da los siguientes 
beneficios: reincorporación o reubicación laboral, jubilación adelantada, compensación económica y 
capacitación laboral'. A efectos de ejecutar tales beneficios, la misma ley creó un Registro Nacional 
de Trabajadores Cesados Irregularmente. Hasta julio de 2012 el Ministerio de Trabajo y Promoción 
del Empleo habfa publicado cuatro listados da ex trabajadores casados Irregularmente'. En el 
presente caso, la información presentada por las partas Indica que Carlos Alberto Canales Huapaya, 
José Castro Ballena y Marra Gracia Barriga Oré no se han acogido a los beneficios da la Ley 278039• 

37. la CIDH desea subrayar lo establecido por la Corte lnteramerlcana en la sentencia 
sobra el Caso Trabajadores Cesados del Congreso, en el sentido da que la Comisión Especial creada 
con el fin de revisar el cese de los 1. 117 trabajadores del Congreso de la República se abstuvo de 
conocer solicitudes de quienes posaran reclamos pendientes de decisión ente la CIDH. Al respecto, 
la Corte lnteramerlcana manifestó que las 257 vfctlmas del Caso Trabajadores Cesados del · 
Congreso no se enmarcaban en los supuestos de las leyes promulgadas a partir de junio de 2001, 
con el fin de reparar a los trabajadores cesados Irregularmente en la década de los noventa. Lo 
anterior, debido a que posaran denuncias pendientes de decisión ante la CIDH, al Igual que las 
presuntas vfctlmas del presente caso. 

38. La CIDH toma nota de las alegaciones del Estado peruano relacionadas con la 
adopción de un marco normativo, a partir de junio de 2.001, con el propósito de revisar y reparar los 
ceses Irregulares llevados a cabo durante el gobierno de Alberto Fujlmorl. La Comisión se encuentra 
evaluando otras peticiones y casos en los cuales las presuntas vfctlmas se adhirieron a los 
.beneficios previstos en la Ley 27803, luego de que sus ceses fueron declarados arbitrarlos por 
comisiones especiales, en los términos de la Ley 27487 de 21 de junio de 2001 10• Conforma se 
explicará en la sección da análisis jurldico, en el caso sub judice la controversia trafda a 
conocimiento de la CIDH no se refiere a una eventual arbitrariedad en el cese de las vfctlmas, sino a 
!a presunta denegación de justicia alegada por los peticionarlos en relación con su acceso a loe 
recursos judiciales Internos y la eficacia de los mismos. En ese sentido, y en vista de las 
circunstancias de la presente petición, no le corresponde a la CIDH pronunciarse sobre la posible 
irregularidad en el cese de los se~oras Carlos Alberto Canales Huapaya, José Castro Ballena y Maria 
Gracia Barriga Oré, ni sobre la ·eventual adecuación del marco normativo adoptado por el Estado 

a Corte IDH. C!ls.o Tl'4b8}1Jdores Cesados del Congtaso (Aguado Alfato y otros}. Sentencia de 24 da Noviembre da 
2006. Serie e No. 158, párr. 89, Las oltas y referencias Internas fueron retiradas da! texto orlglnal. 

1 An~xo 1. Lay 27803 del 29 da luHo de .2002, artfculo 3, disponible en el portal de Internet del Congraao de la 
República del Perll: www.COJ:!9!'~S_9.gob,pe[ntfayflrnE~.a~n.~s/L~WE.Z.§.03.Q_qf. 

6 Los listado$ están disponibles en www.mlntre.gob.pelmostrarCon1enido.php?ld -196&tlp"" 196. 

a Anexo 2. Oficio N° 1 078~2008·MTPE/2-CCC da 30 da julio de 2{)08, literal a). en el cual el Asesor de Casas 
Colectivos dal Ministerio de Trebejo y Promoción del Empleo señala que "[eJn e! caso de los señores José Castro Ballena y 
Marra Gracia Barriga Ore no están Inscritos on ol Roglatro Nacional 00 Trabajadoras Cesados lrmg:ularmente f ... ]". Anexo a la 
comunloaoi6n del Estado de 3 de julio de .2009 1 reolblda por la CIOH el 7 de julio de! mismo afio. 

10 Vé{lae el párrafo 35 supts. 
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peruano a partir da junio da 2001 con los estándares lntaramerlcanos en materia de derechos 
humanos. 

2. El cese de las vfotimas en sus cargos como funcionarios de carrera del Congreso de 
la República 

39. El 1 de enero de 1985 Carlos Alberto Canales Huapaya fue contratado en el cargo 
de chofer de la unidad de operación da vanroulos del Sanado de la República. El 1 de junio de 1985 
fue nombrado en la plaza de Chofer 1 (Grado IH - 5) de la misma unidad de la mencionada casa 
legislativa. A partir del 2 de enero da 1991 ocupó el cargo de Jefe de la Unidad de Seguridad del 
Senado". 

40. El 1 de enero de 1990 José Castro Ballena fue contratado en al cargo de asistenta 
administrativo da la Oficina General de Personal del Congreso de la República, siendo su último 
cargo el de jefe de la Unidad de Control Patrlmonlal12• El 1 de mayo de 1989 Marra Gracia Barriga 
Oré ingresó a trabajar como téonlca STA an la Cámara da Diputados. El 1 do agosto de 1995 volvió 
a ser contratada por plazo indeterminado con el cargo de Técnica ST Nivel 5, siendo destacada en el 
Departamento de Tesorarfa del Congreso de la República. Su segunda contratación fue llevada a 
cabo bajo el régimen laboral privado, de conformidad con el Decreto Legislativo No. 72813• 

41. Conforme a lo señalado previamente, el 31 de diciembre de 1992 fueron publicadas 
en el Diario Oficial El Peruano las resoluciones 1303-A-92-CACL y 1303-B-92-CACL, de fecha 6 de 
noviembre del mismo afto, disponiendo el cese de 1.117 funcionarios. Las vfctimas del presente 
caso no se acogieron al procedimiento da renuncias voluntarias e Incentivos económicos previsto en 
el articulo 2• del Decreto Ley No. 25640, sino que se sometieron al "proceso de evaluación y 
selección da personal" regulado a través del Decreto Ley No. 26769. Las vlotimas fueron cesadas 
en sus cargos por medio de la Resolución No. 1303-B-92-CACL, la cual estableció como causal la 
"reorganización y racionalización de los trabajadores que no alcanzaron plaza vacante en el Cuadro 
para Asignación de Personal- CAP del Congreso de la República". 

42. De conformidad con lo alegado por las partes, al momento de ser cesadas en sus 
cargos las vfctímas se encontraban laborando bajo el régimen previsto en el Decreto Legislativo No. 
276 !Ley de Bases de la Carrera Administrativa y de la Remuneración del Sector Póblico)14• En lo 
pertinente, dicho decreto establece lo siguiente: 

Artfculo 4".- La carr.era Admlnlstratlva es permanente y se rlge por los prlnclp!os de! 

o) Igualdad de oportunidades; 
b) Estabilidad; 
e) Garantfa del nivel adquirido; y 
d) Retribución justa y equitativa, regulada por un sistema dnlco homologado( ... ]. 

Artfculo 24°.- Son derechos da los servidores públicos de carrera: 

U Anaxo 3. Informa Tácnloo Administrativo No. 323-2009·CFRCP~AAP·DRH/CR da. 6 dt't egosto da 2009, Anexo a 
la comunlcaclón da! l:$tado do 26 de agosto do 2009, recibida por la CIDH el 27 da egoato del mismo aNo, 

12 Anexo 4. Informe Técnico Administrativo No. 0602-2011·GFRCP-AAP-DRH/CR da facha 26 de abril da 2011. 
Anexo a la oomunlo&o1ón del Estado de 29 de junio de 2011, reclblda por la CID!-1 en la misma feolla. 

13 Anexo 5. Informo Honloo Administrativo No. 084-2008-ARCP-DAP-DRH/CR. Anexo a la oomunloaolón del 
Estado ds 3 da julio de 2009, roclblda pot fa CIDH el 7 de julio del mismo al1o. 

14 Véan~:>e los pátraf'ós 1 O y 20 supra. 
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a} Hacer carrera pública en base al mérito, sin discriminación polftlca, religiosa, económica, da 
raza o de sexo, ni de ninguna otra (ndole; 
b} Gozar de estabilidad. Ningún servidor puede ser cesado ni destituido .sino por causa prevista 
en la Ley y de acuerdo al procedimiento establecido [ ... ]. 

Articulo 36°.· Son causes justificadas para oese definitivo de un servidor: 

a) lfmlte de setenta afíos de edad¡ 
b) Pérdida de la Nacionalidad; 
e) Incapacidad permanente ffsica o mental¡ y 
d) Ineficiencia o Ineptitud comprobada para al desempello del cargo". 

43. Contra la Resolución No. 1303·8·92-CACL, las vfctlmas Interpusieron acciones de 
amparo, obteniendo una respuesta desfavorable por parte de los tribunales peruanos. 

3. Las acciones de amparo Interpuestas por las víctimas del caso 

Carlos Alberto Canales Huapaya 

44. El 24 de febrero de 1993 Interpuso una acción de amparo contra al Congreso 
Constituyente Democrático, solicitando se le garantice su derecho a la libertad de trabajo, de 
jurisdicción y proceso y al derecho de petición". ~1 5 de mayo de 1993 el 30' Juzgado en lo Civil de 
Lima se Inhibió de conocer la acción, por considerar que la pretensión deducida equlvalfa a la de una 
acción popular17• El 21 de septiembre da 1993 la Cuarta Sala Civil de la Corte Superior de Justicia· 
de Lima declaró nula la resolución lnhlbltorla y dispuso la remisión de los autos al juzgado de origen 
para que continúe con el trámite del proceso". El 26 de enero de 1996 el 30' Juzgado en lo Civil de 
Lima declaró Improcedente la demande, por considerar que fue presentada fuera del plazo de 30 
dfas hábiles previsto en la Ley de Simplificación Administrativa y por no haber al accionante agotado 
la vla administrativa previa 19• 

46. Contra la referida decisión el señor Canales Huapaya formuló un recurso do apelación 
el 9 de febrero do 1995'0 , El 5 de julio de 1995 el titular de la Cuarta Flscalfa Superior Civil emitió 
dictamen opinando que la sentencia da 25 de enero de 1995 del 30' Juzgado en lo Civil de Lima 
debe ser revocada y la acción de amparo declarada fundada21 • 

46. El 7 de agosto de 1996 la Cuarta Sala Civll de la Corte Superior da Justicia de Lima 
declaró fundado el recurso de apelación y concluyó qua la resolución No. ".1303,8-92-CACL era 

16 Anexo 6. Decreto Legislativo No. 276 de 6 de marzo de 1984, dlaponlb!a en el portal de Internet del Congreso da 
la 'Ra póbllca del Perll: Yt..~~!oong:reao .gob.pe/ntley /1magenas/Dac retosLeglsl atfvos/002 7 6. pdf. 

18 Anaxo 7. Acción da amparo Interpuesta p<lr Carlos Alberto Canales Huapaya el 24 de febrero de 1993. Anexo a 
la comunicación del Estado de 26 de agosto de 2009, recibida por la CIDH .el 27 de agosto del mismo arlo. 

n Anexo a. Aesoluolón de 30 ·de abril de 1993 del 30° Juzgado en !o Civil de Lima, expediente No. 3055·93. 
Anexo a la comunicación dtil Estado da 26 de agosto dG 2009, raolb!da por la CIDH el 27 de agoeto del mismo af\o. 

ts Anoxo 8, Resolución de la Cuarta Sala Civil de la Corta Supartor de Just!ola da Lima de 21 de septiembre de 
1993, expediente No. 1639·93, Anexo a la comunlcaclón dal Estado de 28 de agosto ds 2009 1 recibida por la CIDH eJ 27 de 
agosto del mismo af\o. 

1» Anexo 10. Sentencia del 30(1 Ju:~:gado en lo Civil de Lima de 26 de enero da 1996, expediente No. 30G5~93. 
Anexo a la comunlcaolón del Eetado de 26 de agosto de 2009, recibida por la ClDH el 27 de agooto del mismo año. 

20 An&Xo 11. Recurso de a.pelaolón formulado por Carloa Alberto Canales Huapaya al9 da febrero de 1995. Anexo 
a la comunicación del Est~do de 26 da agosto de 2009, reolbldEl por la ClDH el 27 de agosto dal m!smo af\o. 

21 Anoxo 12. Dlotam<:m No. 202-96 de la Cuarta Flsoalfa Superior Clvtl, 6 de julio da 1996. Anexo a la 
comunicación del Estado de 26 de ago11to de 2009, ·recibida por la CIDH al 27 de agosto del mismo atlo. 
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lnapllcable 22
• Contra esa decisión la Procuradurfa PCbllca de los Asuntos Judiciales del Poder 

Legislativo y Oficina del Presidente del Consejo de Ministros Interpuso recurso de nulldad23 y el 12 
de marzo de 1996 la Fiscal Supremo en lo Contencioso Administrativo opinó qua la sentencia 
recurrida debe ser ·declarada nula, por cuanto la acción de amparo habfa sido presentada fuera del 
plazo de caducidad previsto en la Ley No. 2360624

• El 28 de junio de 1996 la Sala de Derecho 
Constitucional y Social da la Corte Suprema de Justicia anuló la sentencia de la Cuarta Sala Civil de 
la Corte Superior de Justicia de Lima y declaró la acción de amparo Improcedente, acogiéndose a los 
fundamentos del referido dictamen de la Fiscal Supremo. Se transcriba a continuación la sentencia 
de la Corta Suprema da Justicia: 

VISTOS; de conformidad con el dictamen de la seflora cuyos fundamentos se reproducen: 
Declararon HABER NUUDAD en la sentencia de vista de fojas trescientos tres, su fecha siete 
de Agosto de mil novecientos noventa y cinco, que revoc.endo la epeleda de fojas doscfimtos 
cuerente, fechada el veinticinco de Enero del mismo ello, declara Fundada le acción de amparo 
Interpuesta por don Carlos Alberto Canales HuopfJye r:ontrs el Congreso Constituyente 
Democrático y otro; raformando la vista confirmaron la apelada que declara IMPROCEDENTE la 
referida aoolón de gerant/a; MANDARON que ejecutoriada séa la presenta resolución se 
publique en el Diario Oficial "El Peruano" dentro del plazo previsto por el articulo cuarent/dos 
de la Ley veintitrés mil quinientos s~fs; y /os devo/v/ero~26 . 

47. Contra la citada ejecutoria suprema el señor Canales Huapaya Interpuso recurso 
extraordinario ante el Tribunal Constitucional, el cual dictó sentencia definitiva el 6 de agosto de 
1998, confirmando la decisión da ·¡a Corte Suprema de Justicia. Se transcribe a continuación los 
extractos pertinentes de la decisión del Tribunal Constitucional: 

ANTECEDENTES: 

Con fecha veinticinco de febrero de mll novecientos noventa y tres1 don Car1os Alberto 
Canales Huapaya interpone Acción de Atnparo contra el Congreso Constituyente Democrático 
en la persona de su Presidente, don Jaime Yoshlyama lanakal v contra el Supremo Gobierno, 
al Estado, expresando qua al haber sido cerrado de !acto el Congreso da la República y 
ordenacla una supuesta reorganización de personal, ha servldo para que en forma vedada y 
antttéonlca 9é le despoJe da su trabajo en la Carrera Admlnlstrativa, pretextando un seudo 
concurso de evaluación y seleccl6n de personal, el cual, desde su nacimiento~ adoleció .de 
nulidad lpso jure. Que la Resolución N.' 1303-A-92-CACL y Resolución N,' 1303-B-92-CACL, 
ambas de facha seis de noviembre da mil novecientos noventa y dos, publlcodas en el diario 
oficial El Peruano el dfa jueves treinta y uno de dlclembre de mll novecientos noventa y dos, 
son nulas, por cuanto el propio Gobierno de Emergencia y Reconstrucción Naciona11 con fechd 
treinta de diciembre da mll novecientos noventa y dos, mediante al Decreto Ley N. 0 26158 
dejó sin efocto las disposiciones de los Decretos Leyes N.' 26481, ley de Bases del Gobierno 
de Emergencia y Reconstrucción Nacional y el N, 0 25684 modificado por el Decreto Ley N. 0 

25686. Qua la Resolución N.' 1239~A-92-CACL que aprueba el Reglamento del Cuadro de 
Asignación de Personal, las Bases y el Reglamento del Proceso de Evaluación y Selección da 

2~ Anexo 13. Se.ntencla de la Quinta Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima da 7 de agosto de 1995, 
expediente No. 689~93. Anexo a la petición Inicial de 14 da septiembre de 1999, rer.lb!de por la CIDH el 20 de aeptiambm 
del mismo año. 

J.3 Anexo 14. Recurso de nulidad formulado por el titular de la Procuraduría PúbUoa ÓG los Asuntos Judlolales dél 
Poder leglslatlvo y Oficina del Presidenta del Consejo da Ministros, 28 <.fa agosto de 1996. Anexo a la comunlcaolón del 
Estado de 26 de agosto da 20091 recibida pot la CIDH al 2.7 de agosto del mlsJno año. 

24 Anexo 15. Dictamen No. 541~96NMP~FSCA de 12 de marzo de 19961 amltldo por $! Fiscal Supremo en lo 
Contencioso Administrativo, expediente No. 1934-96, Anexo a la comunlcacfón del Estado de 26 de agosto de 20091 

recibida porra C!OH el 27 de agosto del ml.smo af\o. · 

~Anexo 16. Stntenola de la Sate ele Derecho Constítuclonal y SocleJ do la Corte Suprema d& JuS'tlola dG 28 do 
junfo de 1996, expedlBnte No. 1934-96, párrafo ún!ao. Anexo a la oomunloaolón del Estado de 26 de agosto de 2009, 
recibida por la CIDH el 27 de agosto del mismo afio. 
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Personal del Congreso de la RepObllca, as nula porque desda que se Invoca en el item 11 basa 
legal, que se sustenta en el Decreto Legleletlvo N, 0 276, no podfa, de ninguna manera, 
plantear ni reglamentar evaluaciones contrarias a este dlspoeltlvo legal y constitucional, por 
cuanto esta ley .no habla sido modificada n! derogada por otra ley ni por al Congreso, ni mucho 
menos modificada por el Gobierno da Emergencia y de Reconstrucción Nacional. 

Que funda eu amparo en los Incisos 10), 11), 13) y 16) del articulo 24' de la Ley N.' 23606 
de Hábeaa Corpus y Amparo, concordante con el articulo 306" del Código de Procadlmlantoa 
Civiles, que se ha atentado contra sus derechos constltucfonalas de libertad de trabaJo, de 
jurisdicción y proceso, de su derecho de petición ante al Presidente del Congreso 
Constituyente Democrático y por atentar contra su Carrera Administrativa. Que Ja Resolución 
N.' t 303-B-92 es nula porque contraviniendo el orden jurldlco pretenda aplicar una 
retroactividad perniciosa para el trabajador, ya que ha sido publicada al treinta y uno de 
diciembre de m!! novecientos noventa y dos, fecha en que estaba funcionado e[ Congre$0 
Constituyente Democrático, además de haberse dejado sin efecto la Comisión Administradora 
del Congreso mediante el Decreto Ley N.' 26158, del treinta da diciembre da mil novecientos 
noventa y dos. " 

Afirma que son nulas fundamentalmente la Resolución N.' 1303-A-92 y la Resolución N.' 
1303-a-92 porque al ser publicadas el treinta y uno da diciembre de mil novecientos noventa y 
dos, incurren en la usurpación de funciones que le competan al Congreso Constltuyente 
Democrático, por haber sido instalado oficialmente el treinta de diciembre de mil novecientos 
noventa y dos [ ... }. 

FUNDAMENTOS: 

1. Que, esta Acción de Amparo la interpone contra el Congreso Constituyente Democrático, 
sollcltando sea notificado su Presidente, don Jalma Yosh!yama Tanaka, cuando al Congreso 
Constituyente Democrático no tuvo lntarvancfón alguna en los hechos. 

2. Que, al Presidente de la Comisión Administrativa dal Patrimonio dal Congreso da la 
RepllbUca, dgn Carlos Novoa Tallo en condición da encargado, quien firma y autorlza las 
Resoluciones N.' 1303-A-92-CACL y la 1303-B-92-CACL de fecha seis da noviembre de mil 
novecientos noventa y dos, no ha sido demandado, vlolándose asr el principio del derecho de 
defensa, del que hubiera podido hacer uso asta persona. 

3. Qua, los decretos layes que han autorizado a la Comisión Administradora del Patrimonio de 
la Rapóblloa del Congreso a ejecutar un proceso da racionalización del Personal del Congreso 
de la República, como son los Decretos Layes N.' 25438, 26640, 26477 y 25759 mantienen 
plena vigencia, conforme lo dispone la Ley Constltucton.al del nuava da enero de mil 
novecientos noventa y 1res, al no habar sido revisados1 modificados o derogados por el 
Congreso Constituyente Democrático. 

4. Qua. el demandante soUclta la nulidad de las resoluciones, donde flgura tanto é! oomo otra 
cantidad de personas, da les cuales no tiene rapresentatlvldad, y no la lnepllcabiildad en 
cuanto se refiera sólo a su persona, Igualmente lo hace en su solicitud de Impugnación cof\tra 
las resoluciones N.' 1303-A-92-CACL y 1303-B-92-CACL de fecha doce de enero de mil 
novecientos noventa y tres, que presenta al Presidente del Congreso Constituyente 
Democrático, cuya copia simple corre de fojas siete a nueve. 

6. Que, como ya lo ha expresado este Trlbunal Constitucional, no debe pasarse por alto, qua 
en las actuales c!rcunstanclas1 con la Constitución Polftlca del Estado de 1993, la estructura 
orgánica del Congresot y por ende su Cuadro de Asignación de Personal ha variado 
austanctalmente1 con rataolón a la que posefa con la Constitución anterior, espacfflcamente en 
el presente caso 1 el demandante fue Jete de Unidad da Seguridad de los sal1ores Senadores, 
·representación parlamentaria que ya no exlste; no puede Intentarse por [a vfa d~:> amparo, 
reponer situaciones, que por su propia naturale~a han devenido en Irreparables, resultando en 
tales circunstancias de aplicación el Inciso 1) del art[culo 6' dala Ley N.' 23606. 
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Por estos fundamentos, al Tribunal Constitucional, en uso da las atribuciones qua ls confieren 
la Constitución Polltlca del Estado y su Ley Orgánica; 

FALLA: 

CONFIRMANDO la resolución expedida por la Sala da Derecho Constitucional y Social de la 
Corta Suprema de Justicia da la República, de fojas cuarenta y uno del Cuaderno da Nulidad, 
su fecha veintiocho de junio de ml! novecientos noventa y seis, que declarando haber nulidad 
en la recurrida de! siete de agosto de mll novecientos noventa y cinco, declaró 
IMPROCEDENTE la Acción da Amparo Interpuesta. Dispone la notificación a las partas, su 
publicación en el dlarJ·o oficial E/ Peruano y la devolución da los actuados". 

José Castro Ballana y Maria Gracia Barriga Oré 

48. El 17 de marzo de 1993 Interpusieron una acción de amparo contra al Congreso 
Constituyente Democrático, solicitando se les garantice su derecho e la libertad de trabajo, de 
jurisdicción y proceso y al derecho de petición. El 30 de septiembre de 1993 el 23" Juzgado Civil da 
Lima declaró fundada la demanda e Inaplicable la resolución No. 1303-B-92-CACL 21 • Tras la 
presentación de recurso de apelación, la Quinta Sala Civil de la Corta Superior de Justicia de Lima 
dictó sentencia el 30 da noviembre da 1994, confirmando la resolución del 23" Juzgado Civil". 

49. El 22 de enero de 1996 la Sala Especializada en Derecho Público de la Corte 
Superior de Justicia de Lima confirmó la resolución ad quo~•. El 5 da agosto de 1997 la Sala de 
Derecho Constitucional y Social de la Corte Suprema de Justicia declaró haber nulidad en la 
mencionada resolución, concluyendo que la acción de amparo era lmprocedsnts 30

• Contra dicha 
ejecutoria suprema las vfctlmas Interpusieron recurso extraordinario ante el Tribunal .constitucional, 
el cual dictó sentencia definitiva el 25 de septiembre de 1998, declarando la acción de amparo 
lrrfundada. En lo pertinente, el Tribunal Constitucional se~aló lo siguiente: 

ANTECEDENTES: 

Don José Castro Elallona y otros Interponen demanda de Accl6n de Amparo contra el 
Presidente de la Comisión AdmlniS1radora del Patrimonio de las Cámaras Legislativas, Coronel 
Ejárclto Peruano en situación de retiro Carlos Novoa Tello, a fin de que se declare la 
lnapllcabllldad de la Resolución N' 1303-8-92-CACL, publicada el treinta y uno de diciembre 
da mil novecientos noventa y dos. 

Refieren que hasta el cinco da abril de mil novecientos noventa y dos, fecha en que sucedió el 
golpe de- Estado, estaban considerados como servidoras nombrados de le Cámara de 
Diputados dol Congreso de la República, sin embargo, desde dicha fecha se les Impidió el 
Ingreso a su centro de trabajo1 de acuerdo a lo dispuesto en los Decretos Leyes N° 26418; N° 
25438; N• 25477; N' 25640; N• 25759 y N' 25684, mediante los cuales es cerraba el 

2.o Anexo i7. Sentencia del Trlbuna! Constitucional de 6 de agosto de 1998, ~xpadiante No .. 705N96-AAffC. Anexo 
a la comunlcaclón del Estado de 26 .de agosto de 2.009, reotblde~ por lt'l C!DH o! 27 do agosto d~<~l mlamo ano. 

::1:
7 Ani)XO 18. 11esolucl6n d~ 30 da septl(,}mbre da 1993 del 23° Juzgado Civil de L1ma, expediente No. 2293-93. 

Anex.o a la oomunloaclón da! Estado de 1 O de marzo de- 2004, recibida por la CIDH el 17 do marto del mismo año, 
20 Anoxo 19. Resolución de 30 ds noviembre de 1994· de la Sala Especializada de Derecho Púb!loo de la Corte 

Superlor de Justicia de Uma, expediente No. 204·94. Anexo a la comunk:aolón del Estado da 15 de marzo da 2004, recibida 
por !a CIDH et 17 ds marzo del mismo año. 

19 Anexo 20. Ejeautorla de 22 de enero de 1997 da la Sala. Especializada en Derecho Público de la Corte Superior de 
Juaticía de Urna, expediente No. 724-96. Anexo s la oomunloaclón del Estado de 15 de marzo de 2004, recibida por la CIDH 
al17 de marzo del mismo afío. 

30 An&KO 21. Resolución del Tribunal Constltucronal de 26 de septiembre de 1998, ex.pedien.te W 434N9B~AAITC, 
s~Joolón titulada Aotscedantee. Anaxo a la comlmlcación de los peticionarlos de 12 de enero de 2001. 
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Congreso de la República y se nombraba una Comisión Administradora del Patrimonio de las 
Cámaras Leglelatlvas la cual estarla a cargo del proceso de evaluación y selección del 
personal, estableciéndose como fecha Umite para la conclusión del mencionado proceso el seis 
de noviembre d& mil novecientos noventa y dos. Sln embargo, alegan que una vez vencido el 
plazo antes seftalado, la Comisión Administradora no cumplió con el encargo de seleccionar al 
personal ya que oon fecha nueve de noviembre de mil novecientos noventa y dos se publica 
en el Diario Oficial El Peruano el cuadro de méritos del proceso de svaluaolón, de donde se 
deduce que el Presidente de la referida Comisión Administradora habrfa cometido delito de 
Usurpación de Funciones, toda vez que su manda1o por anoargo sólo era hasta el seis de 
noviembre de ml! novecientos noventa y dos. Por otro lado, aducen que con fecha velntlnuave 
de diciembre del mismo a~o juramentó como Presidente del Congreso Constituyente 
Democrático don Jaime Yoshlyama Tanaka, cargo que fue ramlcsdo al treinta de diciembre de 
m1! novecientos noventa y dosr motivo por el cual a partir de dicha fecha casaban las 
funciones del Presidente de la Comisión Administradora de las Cámaras Legislativas, sin 
embargo, obviando qua ello publlca con facha treinta y uno da diciembre da mil novecientos 
noventa y dos la resolución materia del presenta proaeso~ motivo por el cual nuevamente el 
demandado cometa dellto de Usurpación de Funciones; más aún cuando de acuerdo al Artfculo 
4~· del Decreto ley N" 26111 qua modifica el Decreto Suprema N' 006-SC-67, los actos 
administrativos producsn sus efectos desde el dfa siguiente de su notificación o publicación. 

[, •• j 

1. Que, a través del presente proceso los demandantes pretenden se declara la 
lnaplicabllldad da la Resolución N" 1303-8·92-CACL en virtud de la cual se lea casa del 
Congreso de la RepQblioa por causal de reorganización y racionalización. 

2. Que, conforme sa aprecia de la resolución cuestionada en aut-os, ohrante a fojas uno, 
.la misma que fue em~ida dentro del plazo seftalado en el Articulo 1' de le Ley N" 26769, vale 
decir el seis de nov!Gmbre de mil novecientos noventa y dos, fecha a partir de la cual se 
resolvió cesar a los demandantes matarla de esta Acción de Amparo. 

3. Que, por otro lado, no puada aleoaraa que el Corone1 del Ejército Peruano en situación 
de retiro Carlos Novoa Tello haya cometldo delito de Usurpación de Funciones al habarse 
expedido la resolución cuastlanada con fecha seis de noviembre de mfl novecientos noventa y 
dos •. toda vez que de acuerdo a la Resolución Suprema N• 632-92-PCM el mismo ostentaba el 
cargo de Presidente de !a Comisión Administradora del Patrimonio del Congreso de la 
República en representación del Presidente del Consejo de Ministros desde el veintidós de 
octubre de mil novecientos noventa y dos por el plazo de sesenta dfas computados desde esa 
fecha. 

4. En tal sentldo el cesa da los demandantes se debló al estricto cump!lmlento de la Ley 
N° 25769 al no haber aprobado et examen da selección da personal. 

6. Por estos fundamentos, el Tribunal ConstitucionaL en uso de las atribuciones que le 
confieren la Constitución Pol(tlca del Estado y su Ley Orgánica, 

FALlA: 

REVOCANDO la sentencia expedida. por la Sala de Derecho Constitucional y Social de la Corte 
Suprema da la República, de fojas treinta y ocho del cuaderno da nulidad, su fecha cinco de 
agosto de mil novecientos noventa y siete que resuelve Haber Nulidad y en la sentencia da 
vista y declara lmprecedente la demanda; y reformándola la declara INFUNDADA. Dispone la 
notilioaci6n a las partes, su publicación en el Diario Oficial El Peruano y la dovolución de los 
aotuados?t. 

31 Anexo 21. Resolución del Tribunal Constltuolonal da 26 da septiembre de 19981 expedienta W 434~9B~AA/TC. 
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V. ANÁLISIS DE DERECHO 

1. D&recho a las garantras judlclales y protección judicial (artfculos 8.1 y 28.1 de la 
Convención Americana) en relación con las obligaciones de respetar y garantizar y 
adoptar disposiciones de derecho Interno (artrculos 1.1 y 2 del mismo instrumento) 

60. Los artrculos de la Convención Americana referidos en el tftulo arriba establecen lo 
siguiente: 

Articulo 8.1 Garantfas Judiciales 

Toda persona tieno derecho a ser olda, con las debidas garantfas v dentro de un plazo 
razonabl&1 por un juez o tribunal competente¡ Independiente e lmparclal1 estableoldo con 
anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusacl6n penal formulada contra ella, 
o para la determinación de sus derechos y ob1lgaciones de orden clv!l, laboral, fiscal o de 
cualquier otro carácter. 

Artfcul~ 25.1 Protección Judicial 

Toda persona tiene derecho a un recurso senclllo y rápido o a cualquier otro r-ecurso efectivo 
ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos 
fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando 
tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales. 

Articulo 1. Obligación de Respetar los Derechos 

Los Estados partas en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y Jlbertades 
reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejerolcfo a toda persona que esté su]eta a su 
jurisdicción, sin dlscrlmlnaclón alguna por motivos de raza, color, sexo, Idioma, rollgl6n, 
opiniones polrtloas o de cualquier otra rndola, Oi-Jgen nacional o social, posición aconómloal 
nacimiento o cualquier otra condición sociaL 

Articulo 2. Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno 

SI en el ejercicio de los derechos v libertades mencionados en el artfculo 1 no estuviera ya 
garantizado por disposiciones leglslatlvas o de otro carácter, los Estados partae se 
comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos c:onstltucionalos y a las 
dispostciones da esta Convención, las medidas teg!slat!va.s o de otro carácter que fueren 
necesarias para haoer efectivos tales derechos y libertades. 

51. los órganos del sistema Interamericano han sefialado que Jos Estados partes de la 
Convención están obligados a suministrar recursos judiciales efectivos a las vfctlmae de violaciones 
de los derechos humanos, los cuales deben ser sustanciados de conformidad con las reglas da un 
debido proceso32

• la Corte lnteramericana ha establecido que 

Al establecer si el Estado es responsable Internacionalmente por la alegada violación a loe 
derechos consagrados en ·los artfoulos 8.1 y 25 de la Convención Americana, al al:lpecto 
sustancial de la controversia ante la Corte no es s! en el émblto Interno se emitieron 
santenclas o resoluclones admlnlstratlvas~ o si se aplicaron o no determinadas dfsposlclone& 
de derecho lnternoJ en Jelaclón con las violaciones qua se alaga fueron cometidas en perjuicio 
do las presuntas vlctimas da los hachos, sino si los procesos Internos permitieron que se les 

32 CIDH. El aoceso a la justicia como garantfa de los drm~cho.s económicos, ooc!alas y cu!turfllas. OEAJSar.UV/11.129 
DoO'. 4, 7 septiembre 2007, párr. 177. Corte !DH. Caso Trabojodorss CGaadoe del Congreso {Aguado Alfara y otros). 
Sentencia de 24 .da Noviambra de 2006. Serie C No. 158, párr, 106. 
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garantizara un verdadero acceso a la Justlcla, conforme a los estándares previstos en la 
Convención Americana, para determinar los derechos que estaban en controver.sia33 • 

52. La Corte lnteramerlcana ha sef\alado que, a la luz del artroul'o 8.1 de la Convención, 
toda persona tiene el derecho a ser olda por un órgano Imparcial y competente, con las debidas 
garantfaa procesales, las que Incluyen la posibilidad de presentar alegatos y aportar pruebas. El 
mismo tribunal he Indicado que asa disposición convencional "implica qua el Estado garantice que la 
decisión que se produzca a través del procedimiento satisfaga al !In para al cual fue concebido. ~sto 
Oltimo no significa qua siempre deba ser .acogido sino que SS debe garantizar su capacidad para 
producir el resultado para el que fue concebido"". 

63. Con relación al artrculo 26.1 de la Convención, la Corte lnteramerlcana ha eeAalado 
que dicha norma 

contempla la obllgaclón de los Estados Parte de garantizar, a todaa las personas bajo su 
]uñsdicalón, un recurso iudlctal efectivo contra actas vlolatorios de sus derechos 
fundamentales. Dicha efectividad supone que, además de la exfstencía formal da les recursos, 
éstos den resultados. o respuestas a las violaciones de derechas contemplados ya sea en la 
Conv.ención, en la Constltuc16n o en las leyes. En ese sentido, no pueden considerarse 
efectivos aquellos recursos que, por !as condiciones generales del pafs o Incluso por las 
circunstancias particulares de un caso dado, resulten Ilusorios, Ello puede ocurrir, por ejemplo, 
cuando su inutllldad haya quedado demostrada. por la práctica, porque falten los medios para 
ejecutar sus decisiones o por cualquier otra situación que configure Lln cuadro de denegación 
de justicia. Asf, al proceso debe tender a la materialización de la protección del derecho 
reconocido on el pronunciamiento judicial mediante la aplicación Idónea de dicho 
pronunciamlento36, 

54. la Corte lntaramericana ha establecido qua para que exista un recurso afectivo no 
basta con que esté previsto por la Constitución o la ley o con que saa formalmente admisible, sino 
qua se requiere que sea realmente Idóneo para establecer si se ha Incurrido en una violación a los 
-derechos humanos y proveer lo necesario para remediarla as. En cuanto a los requisitos da 
procadibllldad de un reclamo judicial, el mismo tribunal ha señalado que 

por razones de seguridad )urfdlca, para la correcta y funcional administración de justicia y la 
efectiva protección de los derechos de las persona$, loa Estados pueden y deben establecer 
presupuestos y criterios de admisibilidad de los recursos Internos, de carácter judicial o de 
cualquier otra fndole. De tal manera, sl blan asas recursos Internos deben estar disponibles 
para el Interesado y resolver efectiva y fundadamente el asunto planteado, asr como 
eventualmente provet}r ta reparación adecuada, no cabria considerar que siempre y en 
cualquler caso los órganos y tribunales internos deban resolver el fondo del asunto qua les es 
planteado, sin que importe la verificación de los presupuestos formales de admlslbllldad y 
proced~mcia del particular recurso lntentado37• 

33 Corte IDH. Caso Ttabl:lj&darss Cesados del Congreso (Aguado Alfara y otros). Santenola de 24 de Noviembre de 
2006. Serie e No. 168, párr. 108. 

34 Corta IDH. Caso Barban/ Du~ne y Ot/03 Vs. Uruguay. Fondo Reparaciones y costas. Sentencia da 13 de odtubra 
de 2011. Seria C No. 234, p~rr.122, 

35 Corta IDH. Caso Abn'lJ Alosl/la y otros Vs. Pera. Interpretación de la Sentencia de rondo, Raparac!one.s y Coatas. 
Sentencia de 21 de noviembre de 2011. Serie C No. 2361 párr, 76. Las citas lnternae presentes. an el texto orlglneJ fueron 
omtttdas. 

36 Corte IDH. Caso de la Camunlded !ndlgena Yakye Axa. Sentencia da 17 de junio de 2006. Seria C No, 126, párr, 
61; Coso .uc/noo Pensionistas". Sentencia de 28 de febrero da 2003. Sarle C No. 98, párr. 136, y Caso de lo Comunidad 
Mayagna (Sumo} Awas nngnl. Sentanola de 31 de agosto de 2001. Serie C No. 79, párr. 113. 

:rt Cotte IDH. Coso Traba}adores O:;s~dos del Congraso (Aguado Alfara y otros). SetJtancla da 24 de Noviembre de 
2006. Serie C No. 168, Pérr. 126. 
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55. Conforme ha quedado establecido, las vfctlmas del presente caso formularon 
acciones de amparo con el fin da dejar sin afecto la resoluc.ión 1303-B-92-CACL, la cual las habfa 
cesado de sus cargos como funcionarios permanentes del Congreso. Con relación al se~or Carlos 
Alberto Canales Huapaya, el 6 de agosto de 1998 el Tribunal Constitucional declaró su demanda 
improcedente, lnter alfa, por considerar qua su pretensión no podfa ser atendida por la vfa de 
amparo. En cuanto a José Castro Ballena y Marra Gracia Barriga Oré, el 25 de septiembre de 1998 
el Tribunal Constitucional declaró su acción Infundada, por considerar que el cese dispuesto en la 
Resolución N" 1303·8·92-CACL se dio en estricto cumplimiento a la Ley N" 26769, sin que ello 
violara algún precepto constitucional. 

56. De conformidad a lo expresado en el párrafo 34 supra, los hechos del presente caso 
comparten las caracterfsticas esenciales de los conocidos por la Corte lntaramerlcana en el Caso 
Trabajadores Cesados del Congreso {Aguado Alfaro y otws) contra Perú. Al evaluar los recursos 
judiciales Incoados por las 257 vfctimas del citado caso, la Corta lnteramericana observó la vigencia 
de un marco normativo que les Impidió tener claridad sobre la vfa que debfan acudir con el fin de 
Impugnar el cese como funclonarfos de carrera del Congreso. Se transcriba a continuación las 
conclusiones de la Corte lnteramerlcana sobre la violación de los derechos previstos en los artfculos 
8.1 y 25.1 da la Convención. 

1 08. (EJI presente caso se enmarca en un contexto histórico en el que se dieron numerosos 
ceses Irregulares del sector público. Esto fue reconocido por al Estado a partir de\ año 2001 al dictar 
11leyes y disposiciones administrativas qua dispusieron la revisión da los ceses colectivos a efecto da 
brindar a loa trabajadores cesados Irregularmente, la posibilidad de reivindicar $Us darechoa" [ .. ,J. 
Entra asas medidas destacan la Ley No. 27487 de 21 de junio da 2001, qua dispuso la oonformaclón 
de Comisiones Especiales para revisar los ceses colectivos reallzado.a en el marco de procedimientos 
de evaluación de personal; una de éstas fue la .Comisión Especial encargada de revisar los ceses 
colectivos del psrsonal del Congreso [.,.1, aunque no comprendiera fln sus conclusiones a las 
presuntas vfctimas de este caso [ ... ]. Además, fue creada una ucamisión Multlseotorlal" que estarra 
encargada, Jnter al/a, de evaluar ltil viabilidad de las sugerencias y recomendaciones contenidas en los 
Informes finales elaborados por las Comisiones Especiales, y fue promulgada la Ley No. 27586 para 
Implementar sus recomendaciones [ ... }. De hacho, el Estado solicitó a la Corte que, en caso de que 
declarara alguna v!olac1ón a la Convenolón, eventualmente aceptara su "compromiso ( .•. ] de 
conformar una comisión mult!sectorla.l que re-visa r ... J los respectivos ceses y que se otorguen los 
beneficios [ ... ) da los Trabajadoras considerados [presuntas] vfctimas en la demanda da la Comisión 
lnteramerlcana, siguiendo los lineamientos establecidos en las normas legales qua establecfan la 
revlslón de los ceses colectivos" [ ... l. Plchas acciones reflejan que el E~tado ha reconocido ese 
contexto y ha manifestado au voluntad de abrir la posibilidad de qua personas afectadas por esa 
sltuac16n pudieran de alguna manera reivindicar o reparar determinadas oonsecuenolas perJudiciales 
de la misma. 

109. Además, ha quedado demostrado 1. .. 1 qua la lndapandanoia a Imparcialidad del Tribunal 
Constltuolonal, oomo una de las Instituciones democráticas qua garantizan el estado da derecho, se 
vieron coartadas con la destitución de algunos da sus magisirados, lo que #conculcó erga omnes la 
posibilidad de eJercer el control de constitucionalidad y el consecuente examen de la adecuación de la 
conducta del Estado a la Constituciónu. Todo ello generó una altuaci6n generalizada de ausencia de 
garantfas a Ineficacia ·de las lnstltuclone.s ]udtclales para afrontar hachos como los del presente caso, 
con fa consecuente desconfianza generada hacia dichos lt1stltuc!ones en esa épooa. 

110. Asimismo, la Corte puntualiza que Jos hechos del presente caso ocurrieron r:~n el marco da 
la llamada "racionalización del personal del Congreso de la Repl'íbllca 11

, el cual fue justificado PDr el 
llamado .Gobierno de Emergencia y Reconstrucción Nacional~ lnter allo, como una reorganlzaolón o 
reestructuración del órgano legislativo del Estado. La Corte considera que olartementa .loe Estados 
disponen de iacu1tades discrecionales para reorganizar sus instituciones y, eventualmente, para 
remover persone! en función de las necesidades del servicio público y la gestión de Intereses de orden 
pdbllco en una sociedad democrátloa, si bien el ejeroiolo da asaa facultades no puede aer sustrafdo 
del plano respeto a las garentfas del debido proceso y protección judicial, pues lo contrario podrfa 
someter a los afectados a una actuación arbitrarla. No obstante, el Trlbunal ha señalado !os términos 
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en qua analizará la controversia existente en este caso a la luz de las obligaciones estatales derivadas 
da los artfcu\os 8 y 26 de la Convención Americana, en relación con los artfculos 1.1 y 2 do la misma 
[ ... ]. Por ende, la Corta no entrará a determinar Jos alcances de ese "proceso de racionalización" 
como tal, slno si en el contexto histórico señalado y bajo la normativa bajo la cual fueron cesadas, las 
presuntas vfctlmas pudieron determinar con certeza Jurfdlca la vfa a la cual se podra o se debfa acudir 
para reclamar loa derechos qua consideraran vulnerados y si les fue garantizado un real y ef·ect!vo 
acceso a la justicia. 

[ ... 1 
' • • 

117. En cUanto a la normativa aplicada a las personas cesadas, ha quedado establecido que el 
artfculo 9 del Decreto ~ey No. 26640 prohlbla expresamonte fa posibilidad da Interponer la acción de 
amparo contra los efectos del mismo 1. .. 1. Tal como lo manifestó al perito Abad Yupanqul, en la 
época da los hechos 11aa comenzó a Incluir en cada una de los decretos layes que el Gobierno 
(consider]aba nooesarlo1 una dlsposlcJón qua Impedía el empleo del amparo" [ ... ], 

11 B. Respecto de las disposiciones cuestionadas por la Comisión y por los lntervlnlantas 
comunes en esta proceso 1 el Estado manifestó que: 

[D)urante al perrada de los procesos de racionalización del personal del Congreso Nacional do la 
República Peruana estuvieron vigentes disposiciones de carácter legal y admfnlstratlvo, materia de 
cuestfonamlento en al presenta proceso, que contravenfan los derechos consagrados en Jos artfculos 
1' (1) y 2' de la Convención Americana. 

·[E]I articulo 9 del Decreto Ley No. 26640, materia de cuestlonamlento en el presente proceso. 
contravenfa las disposiciones c~mten!das en !os artfculoe sa(1) y 26°(1) da la Convención Americana. 

[ ... ) [Piodrfa entenderse que la sola expedición del artrculo 9 [de dlohol Decreto [ ... ) y del articulo 27 
de la Rasoluolón 1239-A·92CACL resultaba Incompatible con la Convención. 

119. Es claro para la Corte que las presuntas vfctlmas se vieron atsctadas por les diapoa1clones 
cuastlonadas en este proceso Internacional. La prohibición. de impugnar los efectos de! Decreto Ley 
No. 25640, contenida en el artrculo 9 sef'ialado, constituye una norma de apllcaclón Inmediata, en 
tanto sus destinatarios se ven Impedidos ab lnftlo de impugnar cualquier efecto que estimaren 
perjudicial a sus Intereses. La Corte estima que una normativa que contenga una prohib!ctón de 
Impugnar los eventuales efectos <la su apllcaclón ·O Interpretación no puede ser constderada en una 
sociedad democrática como una limltaclón válida al derecho a un real y efectivo acceso a la justicia 
de los destinatarios de esa normativa, ~1 cual, a la luz de [os arttoulos 8 y 26 de la Convenclónr en 
relación con los artroulos 1.1 y 2 de la misma, no puede ser arbitrariamente restringido ni reducido o 
derogado. 

120. En el contexlo descrito, el articulo 9 del Decreto ~ay No. 26540 y el artrculo 27 de la 
Resolución 1239-A-CACL de la Comisión Administradora contribuyeron a propiciar un clima de 
dasprotacclón e Inseguridad jurfOtca quo lmpedfa o dificultabar en gran medlda1 a las personas 
afectadas que pudieran determinar con razonable claridad la vfa id6nea a la cual se podfa o se debra 
acudir para reclamar los derechos que consideraran vulnerados3s. 

57. La CIDH destaca que las normas referidas en los extractos de la sentencia en el Caso 
Trabajadores Cesados del Congreso previamente citadas se encontraban vigentes durante el cese de 
las vrctimas del presente caso, y durante las decisiones adoptadas en torno a las acciones judiciales 
por ellas formuladas. Al pronunciarse sobre la oonseouenclas de dichas normas en el derecho de 

as Corto IDH. CBso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfara y otros}, Santenola de 24 da Noviembre da 
2006. Sarta C No. 158, párrs. 1 Ot3 a 120. Las citas y referencias ln1ernas fueron t$t[radas del texto Qflglna.l, 
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acceso a la justicia a las 257 vfctlmas del Caso Trabajadores Cesados del Congreso, la Corta 
lnteramerlcana recalcó lo siguiente: 

129. En eoncluslón1 la Corte observa que este caso ocurrió en un contexto de Impedimentos 
normativos y prácticos para asegurar un acceso real a la justicia y de una situación generalizada de 
ausencia de garantías e lneficacla de las instituciones Judiciales para afrontar hechos corno Jos del 
presente caso. ~n ese contexto, y en particular el clima de Inseguridad jurJdlca propiciado por la 
normativa que limitaba la Impugnación respecto del procedimiento da evaluación y eventual casación 
de las presuntas vfctlmas, as claro qua éstas no tanran certeza acarea de la vfa a la que debfan o 
podran acudir para reclamar los derechos que se consideraran vulnerados/ fuera administrativa, 
contencioso administrativa o de amparo. 

130. En t~se aentldo, en el C8SO Akdlver vs. Turqula, la Corte Europea da Derechos Humanos 
consideró, lnter alfa, que la existencia de tos recursos Internos debe ser suftcientemsnta cierta, no 
sólo on teorla sino también en la práctica, en cuyo caso contrario no cumplirán con la accesibilidad ~ 
efectlvldad requeridas. Además, .Gsttmó qua se debe tomar en cuenta tanto la existencia de recursos 
formales en el sistema legal del Estado en cuestión, oomo el contel<to general legal y polftlco en el 
cual operan~ asf como las circunstancias personales de los peticionarlos o demandantes. 

131. En el presente caso, Jos recursos Internos ex1stentes no fueron efectivos, ni Individual nl 
on conJunto, para los efectos de una adecuada y efectiva garantra del derecho da acceso a la justicia 
de las presuntas vfot!mas oesadas del Congreso peruano, en los tármlnoa de la Convención 
Americana. 

132. Con base en lo anteriormente expuesto, la Corte concluve que el Estado vloló los artroulos 
8.1 y 25 da la Convención Americana, en relación con los articulas 1.1 y 2 de la misma, en perjuicio 
de les 257 personas rala clonadas en el Anexo de la presente Sentencla39• 

· 58. Se ha dado por establecido que Carlos Alberto Canales Huapaya, José Castro Ballena 
y Marra Gracia Barriga Oré intentaron impugnar el cese en sus cargos a través da demandas de 
amparo, las cuales fueron conocidas y resueltas en el mismo marco temporal da las accionas 
deducidas por las 257 vrctlmas en el Caso Trabajadores Cesados del Congreso contra Paró. En ase 
sentido, las tres vfctlmas del presenta caso enfrontaron los mismos obstáculos al acceso a la justicia 
constatados por la Corta lnteramerioana en sus oonelusiones de derecho previamente citadas. En 
ambos asuntos las vfotimas plantearon sus pratensiones anta las autoridades administrativas y 
judiciales competentes, pase a que decretos dictados por el Gobierno de Emergencia y 
Raconstrucclón Nacional y resoluciones de la Comisión Administradora prohlblaron la formulación da 
reclamos administrativos y acciones da amparo dirigidos a cuestionar la no aprobación da los 
trabajadoras del Congreso en el examen da méritos regulado a través de la Resolución No. 1239-A-
92-CACL de 13 da octubre de 1992. 

59. La CIDH observa asimismo que les demandas de amparo presentadas por las 
vfctlmas del presente caso fueron conocidas por el Tribunal Constitucional mientras se encontraba 
conformado por cuatro magistrados, debido a que al Congreso habla destituido los otros tres 
titulares de la más alta Instancia de la jurisdicción constitucional en el Perú. Al pronunciarse sobra 
los afectos de la lngerencl a en la composición del Tribunal Constitucional para las vfotimas del Caso 
Trabajadores cesados del Congreso, la Corte lnteramericana seftaló Jo siguiente: 

El 28 de mayo de 1997 el pleno del Congreso destituyó a Jos magistrados del Tribunal 
Constitucional Manusl Agulrre Roca, Guillermo Rey Tarry y Delia Ravorado Marsano. El 17 de 
noviembre de 2000 el Congreso anuló las resoluciones de destitución y los reinstaló e11 sus 
puestos. En otr<> caso esta Corte constató qUe1 mientras duró dicha destitución, el Tribunal 
Constitucional uquedó desarticulado a Incapacitado para ejercer adecuadamente su 

39 Co~te .!OH. C8so TrsbtJ}odores Cést.'ldos del Congreso (Agmtdo Affsro y otros), Sentencia de 24 de Noviembre de 
2006. Seria e No. 168, párl'8. 129 a 1 !32. Las o!tas y referencias Internas fueron retiradas del texto orlglnal, 
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jurisdicción, .sobre todo en cuanto se refiere a! control da constltuclonalldad I~ .. l y el 
consecuente examen de la adecuación de la conducta del Estado a la Constituci6n1140

• 

60. A su vez, en su Segundo Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en -el 
Peró de junio de 2000, la CIDH subrayó qua desde le ruptura del orden democrático-constitucional el 
6 de abril de 1992 se emprendieron varias reformas en el Poder Judicial que desnaturalizaron su 
Independencia y autonomfa, particularmente en aquell~s asuntos sensibles e los Interesas del Poder 
Ejecutivo. La CIDH destacó que más del 80% de los jueces peruanos se encontraban en situación de 
provisionalidad, pudiendo ser destituidos o removidos de sus cargos sin expresión de causa, por une 
Comisión Ejecutiva de la Magistratura, conformada por .personas estrechamente vinculadas al 
gobierno de turno. Asimismo, resaltó que tres magistrados del Tribunal Constitucional habfan sido 
destituidos por el Congreso de la República al 29 de mayo de 1997, luego de emitir una decisión 
denegando una acción de amparo cuyo propósito era habilitar al entonces mandatario Alberto 
Fujlmorl a presentarse como candidato a una segunda reelaooión prssldanclal. En asa ocasión la 
CIDH destacó que la permanente Ingerencia de las demás Instancias del Estado en el Podar Judicial 
afectó el derecho de la cludadanfa a una adecuada administración da justicia en el Peró41

• 

61. Por ende, en vista de la congruencia entre las cuestionas de hecho y de derecho del 
presente caso con los del decidido por la Corte lntaramerloana en su sentencia de 24 de noviembre 
de 2006, la CIDH concluye que al Estado peruano es responsable por la violación de los derechos 
protegidos en l<>s ertfculos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, en relación con las obligaciones 
previstas en los artículos 1.1 y 2 del mismo Instrumento, todo ello en perjuicio de Carlos Alberto 
Canales Huapaya, José Castro Ballena y Marra Gracia Barriga Oré. 

62. La CIDH destaca que al dictar medidas de reparación en la sentencia sobra al Caso 
Trabajadores Cesados del Congreso, la Corte lntaramerlcana manifestó que los hechos dados por 
establecidos hablan ocurrido 

[.,.]en un clima da inseguridad jurfdíca propiciado por la normativa que limitaba el acceso a la 
justicia respecto del procedlmlsnto da avslusclón y eventual casación da les presuntas 
vfctlmas, por lo cual éstas no ten(an certeza acerca de la vra a la que debfan o podran acudir 
para reclamar tos derechos qüe consideraran vu1narados. De tal manera, sin necesidad de 
habGr determinado el carácter mismo da las cesao1ones verificadas, la Corta determinó que los 
recursos Internos existentes no fueron efectivas, ni Individual n1 en conjunto, para los efectos 
de una adecuada y efectiva garantra del darecho de acceso a la justlcla, por lo que declaró al 
Estado responsable por la violación de los srtfcutos B.1 y 25 de la Convención Americana, sn 
relación con los artfculos 1.1 y 2 de la misma [ ... ]42• 

63. En vista de las vlol.aclones a la Convención Americana declaradas por la Corta, dicha 
Instancia subrayó qua la reparación consecuente era: 

disponer que el Estado garantice a los lesionados en e! goce de sus derechos o libertades 
conculcados( a través del efectlvo acceso a un recurso sencillo, rápido y eficaz, para lo cual 
deberá constituir a la mayor brevedad un órgano lndepencllante a imparcial qUe cuenta coh 
facultades para decidir en forma vinculante y def!nltlva si esas personas fueron cesados 
regular y justificadamente de! Congreso de la Repdblioe o, en caso cotltrarlo, que asf lo 

4'0 Corto IDH. C!!So Trabajadores Cesudos del Congreso (Aguada Alfara y otros). Sentencia de 24 da Noviembre de 
2006, Serie e No. 1158, párrafo 89,27, en el que cita el Coso dft! Trlbumlf ConstltÍJclonal Vs. Para. Competencia. Sentencia 
da 24 do aaptiambra de1999. Seria C No. 56, párr. 112. 

41 Anexo .22. CIDH1 Segundo lnformt; fiobrs la Situac16n da los Derechos Humanas Bl1el Pera, OEA/Ser.l..N/U.106, 
Doc. 59 rev., 2 junlo 2000, Ceprtulo ll, B. Le Jur!sdloclón Clvil: La Reforma Judlo!.el1 dlspot'llbla en 
~~ldh,q.mLcountryr&p/Peru2000sn1c~p!tulo2,htm. 

42 Corte ID H. Coso Trabajadores Cesadas del Congroso (Aguado Alfara V otros). Santanola de 24 <le Noviembre de 
2006. Serie C No. 158, párrafo 146. 
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determine y fije las consscuanclas )urldlcas correspondientes, tncluslva, en su caso, las 
compensaciones debidas en funofón de las clrcunstanolas espaorflcas de cada una de esae 
personas43• 

64. La Información recibida en el segulmtento al cumplimiento da la mencionada 
sentencia Indica que se estableció una "Comisión Especial para la Ejecución de la Sentencia en el 
Caso Trabajadoras Cesados del Congreso", la cual emitió su Informe final el 14 da diciembre de 
2010. En lo pertinente, dicho Informe estableció el carácter irregular a Injustificado del despido de 
las 257 vfctlmas del caso decidido por la Corte lntaramaricana y estableció, como medidas de 
reparación Integral, la reposición en su empleo o su reubicación si actualmente laboran para al 
Congreso; el abono da sus remuneraciones devengadas (Incluyendo bonificaciones qua las hubieran 
correspondido) desde el momento del cese hasta ·su efectiva reposición; el reconocimiento, para 
obtener una pensión de jubilación, da los aNos da aporta al sistema da pensiones al que se 
encontraban afiliados al momento de su cese; la reall>aclón de los aportas necesarios para que al 
trabajador y su familia recuperan su derecho de atención y prestaciones anta el Seguro Social da 
Salud; y el reconocimiento como tiempo de servicios el parlado que no han laborado debido a su 
cese Irregular. El Gltado informe estableció asimismo, como alternativas a la reposición, medidas de 
Indemnización o jubilación. El informe también ordenó la publicación de las partes pertinentes de la 
sentencia de la Corte lnteramaricana en un diario de circulación nacional, lo cual se habrfa llevado e 
cabo el 3 da febrero da 2011. Asimismo, estableció el pla>o da 90 dfas hábiles para que el Congreso 
de la Repób!lca y el Ministerio de Justicia den cumplimiento a lo ordenado en el m!smo44• 

65. Da acuerdo con la Información presentada por el Estado a la Corte lnteramerlcana, al 
20 de julio da 2011 .la Mesa Directiva del Congreso de la República dispuso la reposición definitiva 
de los trabaJ.adoras comprendidos en la sentencia sobre el Caso Trabajadores Cesados del Congreso 
contra Perú, lo cual se llevó a cabo el 21 de diciembre de 2011 46• 

VI. CONCLUSIONES 

66, La Comisión lnteramerlcana ha evaluado en este Informa todos los elementos 
disponibles en el expediente del ceso, a la luz da las normas da derechos humanos del sistema 
Interamericano y otros Instrumentos aplicables, la jurisprudencia y la doctrina, a fin de decidir sobre 
el tondo de la cuestión planeada. La CIOH concluye que el Estado peruano es responsable de 
violaciones de los derechos consagrados en los arttoutos 8,1 y 25.1 de la Convención Amarice, en 
relación con Jos artfculos 1.1 v 2 de dicho instrumento Internacional. 

VIl. RECOMENDACIONES 

67. Con fundamento en el análisis v las conclusiones del presente Informe, la Comisión 
lnteramericana de Derechos Humanos recomienda al Estado peruano: 

Reparar adecuadamente los daños materiales e Inmateriales por las violaciones a derechos 
humanos declaradas en al presente Informe, de conformidad con lo fijado por la Corta 

48 Corto lDH. Cf:lso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguedo Alf~;tro y otros). Sentencia da 24 de Noviembre de 
2006. Serlo C No. 14B. 

44 Anexo 23. Informe N<~ 48-2012~JUS/PPES, anexo, Resolución de 14 de diciembre de 2010 de la Comisión 
Especial para la Ejecución de la Sentencia de la Corte lnteramerlcana de Derechos Humanos en el Caso TrabaJadores Cesados 
del Congreso .• srtfculo segundo a quinto. 

-16 Anexo 23. Informe Nu 48w2012.JUS/PPES1 anexos, Resolución del Congreso de la Rep(lb!ioa N u 041-2011~2012· 
OM/CR de 9 da febrero de 2012; y Ac1a da Reposición Definitiva de 21 de diciembre de 2011, suscrito por el Jefe del 
Departamento de Recursos Humanos del Congrsao de la República, el Procurador Adjunto del Podet Legislativo y el señor 
Rllban Manual Rayes Cetba!!ero. 
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lnteramerlcana de Derechos Humanos en sentencia de 24 da noviembre de 2006 en el Caso 
Trabajadores Cesados del Congreso, y por la Comisión Especial creada por al Estado peruano 
con el propósito da dar cumplimiento a dicha sentencia. 

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C .. a los 13 dfas del mes de noviembre de 
2012. (Firmado): José de Jesús Orozco Hanrrquez, Presidente; Tracy Roblnson, Primar VIcepresidenta; 
Felipe González, Segundo VIcepresidente; Dlnah Shelton, Rosa Marra Ortlz, y Rose·Marle Antaine, 
Miembros de la Comisión. 

El que suscribe, Mario López-Garelll, por autorización de la Secretaria Ejecutiva de la Comisión 
lnteramerlcana de Derechos Humanos, de conformidad con el artfoulo 49 del Reglamento de la 
Comisión, certifica que ea copla fiel del original depositado en los archivos de la Secretaria de la CIDH, 

~4( 
Mario López:Garelll 

Por autorización de la Secretaria Ejecutiva 




